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En este trabajo se analiza la contratación pública in house y la influencia de la 
jurisprudencia del TJUE en la conformación de su régimen jurídico actual.  
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En el  presente trabajo de fin de grado se pretende analizar la figura jurídica de 
los encargos a medios propios, también conocidos como supuestos de contratación in 
house providing. Destacándose, principalmente, la influencia que la jurisprudencia del 
TJUE ha tenido en la configuración de los requisitos que deben cumplir dichos 
encargos, y que ahora han sido incorporados en la cuarta generación de  Directivas de 
contratación pública. 
En éste, además de analizar el papel de la jurisprudencia, se aborda con detalle la 
regulación jurídica vigente de la figura, y los cambios que ésta ha experimentado como 
consecuencia de la entrada en vigor del nuevo paquete de Directivas en materia de 
contratación. Haciéndose especial referencia al efecto directo que despliegan las 
Directivas tras haber vencido el plazo de transposición, sin que éstas hayan sido 
incorporadas al ordenamiento jurídico interno. 
  El régimen jurídico de los encargos in house providing sin duda alguna posee 
una gran repercusión práctica, en cuanto permite que  las  entidades adjudicadoras, 
adjudiquen contratos a sus propios entes, sin que sea de aplicación  la normativa sobre 
los contratos públicos. Así de este modo se han articulado un conjunto de instrumentos 
que sirven para eludir la concurrencia en situaciones en que ésta podría asegurar una 
provisión suficientemente satisfactoria, por lo que la aplicación de la figura debe tener, 
como se indica a lo largo del presente trabajo, un carácter excepcional. 
 A tales efectos, se ha estructurado el presente trabajo  en  cuatro  apartados (que 
a su vez se componen de distintos subapartados) con el objetivo de delimitar los 
encargos a medios propios. 
  En primer lugar, trataremos de explicar la noción y origen de los contratos in 
house, analizando tanto el proceso de creación jurisprudencial a través de la llamada  
“diversidad cultivada” como la recepción de la contratación in house en las Directivas 
comunitarias. 
 En segundo lugar, estudiaremos la construcción del régimen jurídico de la 
contratación in house por la jurisprudencia comunitaria, haciendo especial referencia a 
la trascendente STJUE de 18 de noviembre de 1999, asunto Teckal, y los requisitos 
contemplados en ella. 
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Precisamente tras estudiar el papel de la jurisprudencia, en tercer lugar,  nos 
centraremos en el análisis de la regulación jurídica vigente, mediante el estudio del 
actual Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y la nueva Directiva 
en materia de contratación pública. 
 Finalmente, después de haber analizado el efecto directo de la Directiva por el  
que se desplazan a las previsiones del TRLCSP, haremos especial mención al Proyecto 
de Ley de Contratos del Sector Público y las principales determinaciones de la futura 
regulación que el Proyecto contiene en materia de contratos in house providing. 
II. LA CONTRATACIÓN PÚBLICA IN HOUSE: NOCIÓN Y ORÍGENES 
COMUNITARIOS. 
1. El proceso de creación jurisprudencial a través de la llamada “diversidad 
cultivada”. 
La contratación in house providing, o encargos a medios propios, es una técnica 
que se engloba dentro de los supuestos excluidos del ámbito de aplicación del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. Regulación que tras la nueva 
Directiva 2014/24/UE de Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, 
sobre contratación pública, ha  requerido de una adaptación al nuevo marco normativo 
impuesto desde la UE.   
Efectivamente, el marco normativo actual1 en la contratación in house, es fruto 
del conjunto de pronunciamientos jurisprudenciales comunitarios, que desde finales de 
los años 90 ha ido emitiendo el TJUE. Máxime teniendo en cuenta, que la contratación 
pública nacional en su conjunto, se ha visto sometida a un continuo proceso de 
europeización, en el que tal como establece Michelle Cozzio2, durante los últimos 
cuarenta años, la acción europea ha perseguido la eliminación de los obstáculos directos 
e indirectos, favoreciendo para ello el establecimiento de un marco jurídico lo más 
                                                          
1 La contratación in house, viene regulada  en los artículos 4.1.n) y 24.6  del Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de Noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público,  así como en el artículo 12 de la Directiva 2014/24/UE. 
2 J. M. Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio de Contratos públicos, Pamplona: Thomson Reuters 
Aranzadi, páginas 89-111. 
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homogéneo posible, en cuyo proceso de elaboración la jurisprudencia europea ha tenido 
un papel muy destacable. 
En este sentido, no cabe duda de que los jueces del TJUE han tenido la 
capacidad de establecer reglas de conducta, que se incorporan en la legislación nacional 
integrándose al final como soluciones innovadoras.  Y es que la acción interpretativa del 
Tribunal transforma el principio general en una norma detallada, que deberá después 
completarse con la interpretación de los jueces nacionales respecto de las normas 
internas que recogen estos principios. Jueces, los nacionales, que juegan un papel muy 
importante en todo este proceso de europeización debido a que son una parte activa en 
la aplicación del derecho europeo. 
Fruto de este juego entre el TJUE y los Tribunales nacionales, se ha producido 
una circulación de modelos jurídicos de contratación pública, que han condicionado en 
parte la creación del derecho europeo en la materia.  Un ejemplo de ello, lo encontramos 
en lo que el profesor Cozzio3 ha denominado: proceso de circulación en recorrido 
vertical y bidireccional; que consiste en que una regla nacional es elevada a rango de 
regla europea, para luego descender nuevamente a través de la actividad de los 
Tribunales nacionales en los ordenamientos de los Estados donde resultaba desconocida 
o no se aplicaba4. 
Por otra parte, no cabe olvidar que en este proceso de circulación jurídica de 
resoluciones, una de las circunstancias que condicionan la aplicación de las reglas 
europeas es la diversidad de soluciones adoptadas por los jueces nacionales sobre las 
cuestiones de interés europeo. Situación que en muchos casos, responde a la necesidad  
de facilitar la incorporación de la regla comunitaria al propio ordenamiento. En otros 
casos, sin embargo, se ha tendido hacia el fenómeno de la diversidad cultivada, en la 
que los ordenamientos y Tribunales nacionales han sido propensos a encontrar 
soluciones de adaptación  a las reglas europeas en línea con las tradiciones de derecho 
                                                          
3 J. M.Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio…, op cit., páginas 89-111. 
4 Muestra de este proceso de circulación vertical y bidireccional obligatorio de la contratación pública, lo 
encontramos en las relaciones in house, cuando el TJUE reconociendo los modelos español y belga, 
estableció que el requisito del “control análogo”, puede cumplirse también de manera conjunta por 
varios socios públicos, independientemente de su participación en el capital social de la sociedad. 
Producido este reconocimiento, no  tardaron demasiado tiempo los jueces italianos en aplicarlo.  
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interno, de tal manera que la progresiva delimitación realizada por el TJUE, no siempre 
ha encontrado correspondencia con las interpretaciones nacionales5. 
Situación, la de la diversidad cultivada, que ha sido muy significativa en la 
materia que nos ocupa, ya que aunque los requisitos de los encargos in house, han 
tenido en su mayoría origen en la jurisprudencia europea, no han sido interpretados de 
la misma manera por los distintos Estados miembros, lo que ha dado lugar a una 
considerable inseguridad jurídica, que ya se puso de manifiesto, tal como señala la 
profesora Noguera de la Muela6, por parte de la propia Comisión Europea quien en la 
Comunicación “La contratación pública en la Unión Europea7”, propuso la necesidad 
de aclarar el régimen jurídico aplicable a las relaciones de  contratación in house.  
2. La recepción de la contratación in house en las Directivas comunitarias y su 
problemática aplicación por los Estados miembros. 
La legislación española de contratos ha admitido tradicionalmente8 que la 
Administración realizase por sus propios medios; obras, servicios o suministros, en 
lugar de recurrir a las conocidas como “contratas”. Buena parte de la doctrina ha 
considerado que el recurso de la contratación in house  no es sino una manifestación 
más del principio de autoorganización9 de las Administraciones públicas en la 
                                                          
5  J. M. Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio…, op cit., páginas 89-111. 
6  B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP): 
Especial referencia a los mismos en el ámbito local a la luz de la reciente jurisprudencia comunitaria, 
Madrid: Revista d Administración Pública, núm. 182, páginas 159-190. 
7 COM/143 final, de 11 de marzo de 1998, ap 2.1.3 nota 10. 
8 Como señalan Sosa Wagner y Fuertes López  (2003) “¿pueden los contratos quedar en casa?(La 
problemática europea sobre la contratación in house”, Diario La Ley, núm. 6715, no cabe duda que las 
Administraciones disponen desde antiguo la posibilidad de crear sociedades y otros instrumentos 
personificados a su servicio.  En el mismo sentido apuntaba Rebollo Puig, M, (2003) “Los entes 
institucionales de la Junta de Andalucía y su utilización como medio propio”, Revista de Administración 
Pública, número.161.  para quien es, “Una conclusión de sentido común, que la Administración no está 
obligada a contratar lo que puede hacer con sus propios medios, aunque estos medios estén 
personificados”. 
9 El fundamento de este tipo de relaciones, según resalta F. Sosa Wagner (2007) en << El empleo de  
recursos propios por las Administraciones Locales>> en Libro homenaje al profesor S.Martín-Retornillo. 
Estudios de Derecho Público  Económico, Civitas, pág 1317, “no está en la existencia de un vínculo 
contractual, sino en la capacidad autoorganizativa de las Administraciones Públicas, de tal manera que 
en modo alguno pueden llegar a considerarse terceros respecto de la Administración”. 
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prestación de servicios. Principio que aparece reflejado en distintos preceptos de la 
normativa de contratación pública. Entre estos, a modo de ejemplo, se encuentra el 
artículo 24 de la Ley 30/2007, de 30 de Octubre, de Contratos del Sector Público, en 
virtud del cual, la ejecución de obras y fabricación de bienes muebles por la 
Administración podrá realizarse empleando medios propios, o bien, con la colaboración 
de los empresarios particulares. 
En el ámbito comunitario, de otra parte, cabe destacar que el origen de los 
encargos in house providing, se encuentra en la Directiva 92/50/CEE10 del Consejo, de 
18 de junio de 1992, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los 
contratos públicos de servicios, tal como recuerda Noguera De La Muela11. Esta norma 
establecía en los artículos 1.c) y 6, que se considerará prestador de servicios cualquier 
persona física o jurídica que ofrezca servicios, “ incluidos los organismos públicos”, 
quedando excluidos de su ámbito –el de la Directiva– los contratos públicos de servicios 
adjudicados a una entidad que sea, a su vez, una entidad adjudicadora con arreglo a la 
letra b) del artículo 1, sobre la base de un derecho exclusivo del que goce en virtud de 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas  publicadas, siempre que dichas 
disposiciones sean compatibles con el Tratado. 
Si la Directiva 92/50/CEE fue la primera norma en la que se abordó su 
regulación, fueron la tercera generación de Directivas en el ámbito de la contratación, 
Directiva 2004/18/CE, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los 
procedimientos de adjudicación de  los contratos públicos de obras, de suministros y de 
servicios, y Directiva 2004/17/CE, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los 
procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de 
los transportes y de los servicios postales,  las que empezaron a incorporar parte de la 
Jurisprudencia que había venido desarrollándose desde finales de los años 90.  No 
obstante, estas Directivas no fueron lo suficientemente claras como para satisfacer las 
                                                          
10  Junto a la Directiva 92/50/ CEE, debe tenerse en cuenta también el artículo 1, letras a) y b), de la 
Directiva 93/36/CEE, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos de 
suministro.  Esta última será aplicable cuando una entidad  adjudicadora, como un ente territorial, 
proyecta celebrar por escrito, con una entidad formalmente distinta de ella y autónoma respecto a ella, 
un contrato a título oneroso, independientemente que dicha entidad sea  o no, una entidad 
adjudicadora.  
11  B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
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demandas12 de ciertos sectores, lo que ha dado lugar a que el régimen jurídico de las 
relaciones in house haya encontrado principalmente su fundamento sobre los 
pronunciamientos del TJUE y no en dichas Directivas13.  Pronunciamientos, que en su 
gran mayoría, han sido positivados por el legislador europeo, en la anteriormente citada  
Directiva 2014/24/UE. 
Cabe analizar, por consiguiente,  la relaciones in house tanto desde el plano 
normativo como desde el jurisprudencial. En relación al primero (el normativo), 
podemos diferenciar tres etapas: la inicial (principios de los años 90) con las Directivas 
92/50/CEE y 93/36/CEE; la segunda etapa (primera década del siglo XXI) con las 
Directivas 2004/17/CE y2004/18/CE; y finalmente la última, en la que aparecen la 
cuarta generación de Directivas en materia de contratación pública (Directiva  2014/24/ 
UE 14) .  
Comentada  la  Directiva 92/50/CEE (primera etapa), cabe hacer lo propio con 
las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE, que regulan la contratación doméstica 
respectivamente en sus artículos 18 y 63; así como en el 23.  En el primero de estos 
artículos (el 18), el legislador sigue la línea establecida en la Directiva 92/50/CEE, pues 
quedarán excluidos del ámbito de aplicación de dicha Directiva, aquellos contratos de 
servicios que hayan sido adjudicados por un poder adjudicador a otro poder adjudicador 
o una agrupación de éstos, sobre la base de un derecho exclusivo del que gocen éstos en 
virtud de disposiciones legales, reglamentarias o administrativas publicadas. Artículo 
que hay que poner en relación con el artículo 63.2 del Capítulo III de la Directiva( 
normas aplicables a los contratos adjudicados por los concesionarios que no sean 
poderes adjudicadores) en el que se define el concepto de  empresa vinculada 15como 
aquella en la que el concesionario puede ejercer, directa o indirectamente, una 
influencia dominante en el concesionario o bien que, esté sometida la empresa (del 
                                                          
12 Demandas que se pusieron de manifiesto en los Dictámenes 2001/c, 144 d 16 de Mayo y 2001/C, 193, 
de 10 de julio del Comité de Regiones, y del Consejo Económico y Social respectivamente. 
13 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
14  Junto a esta Directiva, cabe tener en cuenta la Directiva 2014/25/UE relativa a la contratación por 
entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, que en 
cuanto a las relaciones in house se refiere, establece una regulación prácticamente idéntica a la de la 
Directiva 2014/24/UE. 
15 Estableciendo que  las empresas vinculadas no tendrán en ningún caso la consideración de terceros. 
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mismo modo que lo está el concesionario) a la influencia dominante16 de otra empresa 
por razón de propiedad,  o participación financiera.  
Por su parte, la Directiva 2004/17/CE recoge en su artículo 23 el concepto de 
empresa asociada en los mismos términos que lo hace el ya comentado artículo 63.2. 
Igualmente incluye las exclusiones que el artículo 18 contemplaba, aunque completa 
aquellas17 e incluye los requisitos necesarios18 para que puedan quedar excluidos esos 
contratos.  
III.LA CONSTRUCCIÓN DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA 
CONTRATACIÓN IN HOUSE POR LA JURISPRUDENCIA COMUNITARIA. 
1. Antecedentes fundamentales. 
En la construcción del régimen jurídico de la contratación in house, sin embargo,  
no solo ha intervenido el legislador europeo, sino en paralelo a él y de manera muy 
relevante, también lo ha hecho el TJUE, quien a través de sus Sentencias de 10 de 
Noviembre de 1998 (Asunto BFI) y  del 18 de Noviembre de 1999 (Asunto Teckal), 
estableció los requisitos19 que todavía hoy20 conforman el régimen jurídico de la 
contratación in house. 
                                                          
16  Existe una influencia dominante en aquellos casos en los que una empresa, directa o indirectamente, 
tenga en su poder la mayoría del capital suscrito de la empresa; o bien disponga de la mayoría de los 
votos en dicha empresa, o tenga la capacidad de designar a más de la mitad de los miembros de los 
órganos de administración, de dirección o de vigilancia de la empresa. (artículo 63.2 de la Directiva 
2004/18/CEE). 
17  Si cumplen los requisitos del apartado 3, también quedarán excluidos conforme el punto 2 aquellos 
contratos que adjudique una entidad adjudicadora a una empresa asociada, así como aquellos que una 
empresa conjunta ( constituida por varias entidades adjudicadoras) hagan a una empresa asociada de 
dichas entidades adjudicadoras. 
18 Para que la Directiva no sea de aplicación a los contratos adjudicados del punto 2 debe cumplirse 
como requisito, que el 80 % del promedio del volumen de negocios que la empresa asociada haya 
efectuado en los últimos tres años en materia de servicios, suministros u obra, provenga de la 
prestación de estas obras a las empresas con las que esté asociada. No obstante, en el caso de que no se 
dispusiese de tales datos, será suficiente con que la empresa demuestre que el volumen de negocios sea 
verosímil.  Requisito muy similar al hoy contemplado en el punto 1. Letra b) de la Directiva 2014/24/UE. 
19 Dichos requisitos se mantienen en jurisprudencia posterior, de tal manera que se han ido precisando 
en sucesivas sentencias. 
20 Como apunta Sabiote Ortiz (2014), “ La nueva Directiva clásica de contratación pública, Actualidad 
jurídica Uría Menéndez,  la regulación contenida hoy en la Directiva 2014/24/UE recoge los requisitos 
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En relación al  Asunto BFI 21 , se planteó como una cuestión prejudicial ante el 
Tribunal de Justicia, para que éste emitiese una decisión sobre la interpretación de los 
artículos 1 y 6 de la Directiva 92/50/CEE. 
En ella, el TJUE, estableció “Que el concepto de necesidad general que no tenga 
carácter industrial o mercantil, no excluye las necesidades que también son o podrían 
ser satisfechas por empresas privadas”. Es decir, se admitía la posibilidad de que, una 
empresa privada pueda satisfacer las mismas necesidades que un organismo autónomo 
de los referidos en la letra b) del artículo 1 de la Directiva 92/50, ya que, “la 
inexistencia de competencia no es un requisito necesario para definir a un organismo 
de Derecho público”.Y todo ello, aun cuando no cabe duda, de que el hecho de que un 
organismo actúe en situaciones de competencia en el mercado, puede ser un indicio de 
que no estemos ante una necesidad de interés general que no tenga carácter mercantil o 
industrial. 
Dejó sentando el TJUE, además, que la condición de organismo de Derecho 
Público no depende de la importancia relativa en la actividad del organismo del que se 
trate, sino de la satisfacción de necesidades de interés general que no tengan carácter 
industrial o  mercantil. Y esto es así, ya que a juicio del Tribunal, lo relevante es, que 
en todo caso, cumpla con las necesidades que está obligado a satisfacer. Cumplidas 
estas, podrá realizar cualquier otra. 
2. La trascendente STJUE de 18 de noviembre de 1999,  asunto Teckal y su 
evolución posterior en la sentencia de 11 de mayo de 2006, asunto Carbotermo. 
Tal como es de sobra conocido, la Sentencia de 18 de Noviembre de 1999, 
marcó un antes y un después en todo lo relativo a la contratación in house providing, ya 
                                                                                                                                                                          
establecidos por la doctrina jurisprudencial de los contratos in house, si bien es cierto que la directiva ha 
flexibilizado algunos aspectos de estos criterios, dado que ha desaparecido toda referencia a que las 
transferencias económicas deban basarse exclusivamente en los costes de prestación del servicio . 
21 La Sentencia resuelve un litigio entre, la empresa BFI Holding BV, que alegaba que la adjudicación de 
un contrato de recogida de residuos debía estar sujeta al procedimiento establecido en la Directiva, y los 
Municipios de Gemeente Arhem y Geemente Rheden. En sus pretensiones manifestaba la empresa BFI, 
que el contrato de limpieza que se había  concedido a la empresa ARA, la cual estaba participada en un 
90% por  personas jurídicas de Derecho Público, no cumplía los requisitos establecidos en el artículo 6 
de la Directiva 92/50/CEE ya que no se habían encomendado las actividades sobre la base de un derecho 
exclusivo conferido por disposiciones legales, reglamentarias y administrativas publicadas 
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que clarificó la confusa regulación existente en la materia, y sentó los principales 
criterios jurídicos que todavía hoy deben cumplir los encargos a medios propios. Como 
ya se ha dicho, es precisamente la Sentencia Teckal, junto al resto de jurisprudencia que 
le sigue22, la que ha inspirado el desarrollo de la nueva Directiva, en un intento del 
legislador europeo por unificar los criterios del TJUE23.  
Al igual que en la Sentencia del Asunto BFI, el asunto se presentó ante el TJUE 
en forma de cuestión prejudicial, ante la necesidad de interpretar, si las disposiciones 
del artículo 6 de la Directiva 92/50/CEE, son aplicables cuando un ente territorial confía 
el suministro de productos y la prestación de servicios  a una mancomunidad en la que 
participa. 
La cuestión, en este caso, se suscitó en el marco de un litigio entre la empresa 
Teckal Srl, y el municipio de Viano, en relación a la adjudicación por parte del 
municipio, de la gestión del servicio de calefacción de determinados edificios 
municipales, así como del suministro del combustible. Tales servicios fueron confiados 
mediante Acuerdo número 18 de 24 de Mayo de 1997, a la AGAC (mancomunidad 
constituida por varios municipios, entre ellos el de Viano, para la gestión de los 
servicios de energía y medio ambiente),  sin ser precedido de ningún procedimiento de 
licitación. Motivo por el que la empresa Teckal interpuso recurso ante el Tribunale 
amministrativo regionale. 
Si bien la cuestión prejudicial inicialmente era planteada en relación al artículo 6 
de la Directiva 92/50/CEE; dada la naturaleza mixta de la prestación24, en la que el 
valor de los productos era superior al de los servicios, dio lugar a que la normativa 
aplicable fuese la Directiva 93/36. Conclusión a la que llegó el tribunal, de la 
                                                          
22  La doctrina del TJUE en el Asunto Teckal , fue confirmada por la Sentencia de 7 de Diciembre de 2000 
( Asunto ARGE), al afirmar que los organismos públicos pueden ser adjudicadores de contratos públicos 
regulados por las Directivas, sin que ello tenga que implicar, infracción del principio de igualdad de 
todos los licitadores ( Gimeno Feliu, 2012).  Posteriormente, y ya en el ámbito de aplicación de la 
Directiva 2004/18/UE, dicha jurisprudencia ( como se verá en el presente trabajo) ha sido precisada y 
confirmada en las Sentencias, Stadt Halle, de 11 de enero de 2005, Parking Brixen de 12 de octubre de 
2005, Carbotermo, de 11 mayo de 2006, Agusta Spa, de 8 de abril de 2008, entre otras. 
23  Véase el considerando 31, de la Directiva 2014/24/UE. 
24 El municipio confió conjuntamente a la AGAC, mediante un acto único, la prestación tanto de servicios 
como del suministro de determinados productos. 
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interpretación, a contrario sensu, del artículo 2 de la Directiva 92/50, en el que se 
establecía que cuando el valor de los productos fuese superior al de los servicios sería 
de aplicación la referida Directiva. 
El TJUE en esta Sentencia, a la luz de lo dispuesto en la Directiva 93/36 dejó 
sentado que ésta “no posee una disposición comparable al artículo 6 de la Directiva 
92/50, que excluye de su ámbito de aplicación contratos públicos adjudicados, en 
determinadas condiciones, a entidades adjudicadoras”. Afirmación que, en principio, 
no afecta a la obligación de las entidades adjudicadoras, de aplicar los procedimientos 
de licitación establecidos en la Directiva 93/36. Tal como refleja  la Sentencia, en todo 
caso, “corresponde al Juez nacional verificar si la relación entre dicho municipio y la 
AGAC reúne también los demás requisitos exigidos por la Directiva para constituir un 
contrato público de suministro”. Es decir, el hecho de que el contrato se celebre, por 
una parte, entre un ente territorial o poder adjudicador y, por otra, con una persona 
jurídicamente distinta como puede ser la mancomunidad AGAC, en principio, no es 
causa suficiente para poder excluir la aplicación de la Directiva. Para ello se necesita, 
además, que “el ente territorial ejerza sobre la persona un control análogo al que 
ejerce sobre sus propios servicios y esta persona realice la parte esencial de su 
actividad con el ente o los entes que la controlan”.  
Los requisitos, por lo tanto,  que  el TJUE, estableció en  la STJUE Teckal,  para 
poder excluir la contratación in house, del ámbito de aplicación de la Directiva 93/36 
son dos. Por un lado, la existencia de un control análogo al de sus propios servicios y, 
por otro lado, el criterio del vínculo de destino de la actividad del ente instrumental. 
Ambos deben darse cumulativamente. 
Estos, además, deben ser objeto de una interpretación estricta25, recayendo la 
carga de la prueba de que existen circunstancias excepcionales que justifican la 
excepción de aplicar la normativa derivada de las Directivas, a quien pretenda 
beneficiarse de la figura de los contratos in house.26 
                                                          
25 En este sentido apunta, J.L  Meilán Gil (2008), La estructura de los contratos públicos, Iustel, pág.116, 
citado en Noguera de la Muela (2010), cuando pone de manifiesto que dichos requisitos deben 
interpretarse restrictivamente para evitar vulneraciones del Derecho comunitario de la contratación 
pública. 
26 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
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2.1. Exigencia de un control análogo al de sus propios servicios. 
La exigencia de un control análogo al de sus propios servicios, implica que el 
encargo debe formalizarse entre una entidad adjudicadora y una entidad formalmente 
distinta de ella pero sobre la que ejerce un control análogo al que ejerce sobre sus 
propios servicios, de tal modo que el proveedor no tiene, frente al poder adjudicador, 
auténtica autonomía desde el punto de vista decisorio, por lo que se excluye la 
existencia de la voluntad contractual. Creándose además, una dependencia estructural y 
un control efectivo de manera que las tareas que se encomiendan al ente instrumental no 
se gestionarían de modo distinto si los hubiese acometido el propio ente dominante27. 
A este respecto, conviene advertir que la existencia de un control análogo al de 
sus propios servicios, exige, en primer lugar, que no exista una participación de una 
empresa privada, en el capital de una sociedad en la que participa, la entidad 
adjudicadora. Así ha quedado reflejado, tal como apunta Noguera de la Muela28, en las 
distintas resoluciones del TJUE, y confirmado aunque con ciertas matizaciones29, en la 
nueva Directiva sobre Contratación pública. 
Tal requisito establecido por el TJUE, niega la existencia del control análogo, 
incluso en aquellos casos, en los que la participación de la empresa privada en el capital 
de la sociedad en la que participa la entidad adjudicadora, fuese minoritaria. En este 
sentido, se manifestó el TJUE en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de enero de 
2005 (Asunto C-26/03, Stadt Halle). Doctrina que confirman las SSTJUE de 8 de Abril 
de 2008, Comisión vs República  Italiana, y de 10 septiembre de 2009. En ellas, el Alto 
Tribunal manifestó, que serían de aplicación los procedimientos de contratación pública 
previstos en la Directiva 97/5230, en “el supuesto de que una entidad adjudicadora 
proyectase celebrar un contrato a título oneroso referente a servicios comprendidos en 
el ámbito de aplicación material de la Directiva (…..),  con una sociedad en cuyo 
capital participa junto con una o varias empresas privadas”. 
                                                          
27 J. M. Gimeno Feliú (2014), El nuevo paquete legislativo comunitario sobre contratación pública. De la 
burocracia a la estrategia. (El contrato público como herramienta del liderazgo institucional de los 
poderes públicos). Pamplona, Aranzadi Thomson Reuters, págs. 66-83. 
28 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
29 Véase, artículo 12.1 letra c), de la Directiva 24/2014/UE. 
30 La Directiva 97/52 vino a constituir la versión modificada de la Directiva 92/50. 
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El hecho, sin embargo,  de que la sociedad sea totalmente pública no tiene que 
implicar necesariamente que estemos ante un medio propio de la Administración. En 
primer lugar, porque puede darse la circunstancia de que tras la realización del encargo 
al medio propio, se produzca la entrada de capital privado (STJUE  de 10 de noviembre 
de 2005). En segundo lugar, porque tal como establece la Sentencia Carbotermo 
(Asunto C-340/04), el hecho de que la totalidad del capital de una sociedad 
adjudicataria esté en manos de los poderes públicos, sin dejar de ser un indicio, no tiene 
carácter decisivo. Lo relevante, en todo caso, será que el ente esté sometido a un control 
en el que el poder adjudicador ejerza “una influencia determinante, tanto en los 
objetivos estratégicos como sobre las decisiones importantes” (Asunto C-458/03, 
Parking Brixen). Y tal como admite el TJUE, en la Sentencia de 13 de noviembre de 
2008, no deja de existir ese control relevante, por el mero hecho de que varias entidades 
puedan ejercer ese control sobre el propio medio de forma conjunta. Es decir, no es 
indispensable que el control sea individual, sino que cabe también, la posibilidad de un 
control análogo colectivo sobre un medio propio siempre que haya una participación 
tanto en el capital como en los órganos de dirección (STJUE, 13 de noviembre de 2008, 
Coditel). 
En todo caso, además, exige este control, que el ente que lo recibe tiene la 
obligación de aceptarlo y ejecutarlo; sin que baste para acreditar la existencia del 
mismo, con una mera declaración legal; sino que es necesario que se demuestre que 
efectivamente existe un poder de influencia determinante, respecto al que anteriormente 
se ha hecho referencia, ya que estamos en presencia de un control de carácter funcional 
y no formal31.En este sentido, la STJUE de 10 de septiembre de 2009 indica que, debe 
controlarse, no solamente las disposiciones estatutarias de las sociedades, sino también 
hay que tener en cuenta como indicio,  que las actividades de dichas sociedades se 
limiten al territorio de las entidades accionistas de aquellas y se realicen dichas 
actividades en beneficio de éstas. 
A pesar, no obstante, de lo ya expuesto en relación al requisito de control 
análogo al de sus propios servicios, la resolución del Asunto Carbotermo posee una 
gran relevancia, pues matiza y concreta el mismo.  
                                                          
31 J. M. Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio…, op cit., páginas 45-89. 
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En esta, el litigio que se resuelve, se produce en el marco de una adjudicación a 
la empresa AGESP32, relativa al suministro de combustible y al mantenimiento de las 
instalaciones de calefacción de los edificios municipales por parte del municipio de 
Busto Arsizio, sin licitación del contrato público, dado que según decisión motivada por 
el municipio, se cumplían los requisitos establecidos por la jurisprudencia comunitaria. 
Contra esta decisión la empresa Cabotermo recurre ante el Tribunale Amministrativo 
Regionale per Lombardia, basándose en que AGESP, ni realizaba la parte esencial de su 
actividad para el municipio, ni éste (el municipio) ejercía un control análogo sobre 
AGESP similar al que ejercía sobre sus propios servicios. 
El litigio, y la controversia generada en relación al mismo, hizo necesaria la 
intervención del Alto Tribunal, ante el que se planteó en forma de cuestión prejudicial si 
cabía la adjudicación sin necesidad de licitación en aquellos casos, en los que la 
adjudicación se realizaba a favor de una sociedad anónima (AGESP) que a su vez 
estuviese participada por una sociedad holding (AGESP Holding SpA), de la que el 
municipio adjudicador era socio mayoritario. 
Sin ánimo de ser reiterativos, establece el TJUE, tanto los elementos 
determinantes que dan lugar a la aplicación de la Directiva 93/36, como los requisitos 
exigidos para proceder a la adjudicación sin licitación, en los mismos términos que ya 
fueron expuestos en el asunto Teckal  y el resto de resoluciones ya citadas. Sin 
menoscabo de lo anterior, la Sentencia referente al asunto Carbotermo, aborda como 
principal aportación a la jurisprudencia comunitaria, la problemática de las sociedades 
holding interpuestas entre el ente adjudicador y la empresa adjudicataria. 
En relación a aquella problemática, el tribunal llega a la conclusión de que “ la 
Directiva 93/36 prohíbe la adjudicación directa de un contrato de suministro y 
servicios, (…), a una sociedad anónima cuyo consejo de administración dispone de 
amplias facultades de gestión que puede ejercitar autónomamente y cuyo capital, 
pertenece en  su totalidad a otra sociedad anónima cuyo accionista mayoritario es, a su 
vez, el poder adjudicador”.  Y todo ello, porque la presencia del intermediario, puede 
                                                          
32  AGESP  Holding SpA,  era una sociedad  anónima que se encontraba participada en el 99,98 % por el 
municipio de Busto Arsizio, mientras que el resto se repartía entre los municipios de Catellanza, Dairago, 
y Fagnano Olona entre otros. Esta a su vez, controlaba a la sociedad AGESP, que resultó ser la empresa  
adjudicataria del contrato. 
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debilitar seriamente el eventual control ejercido por el poder adjudicador, ya que “el 
poder adjudicador no ejerce sobre la sociedad adjudicataria del contrato público un 
control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios”. En definitiva, la existencia 
del intermediario( la sociedad holding), lo único que consigue es interponerse entre el 
poder adjudicador y el adjudicatario, de tal manera, que  dificulta gravemente la 
posibilidad de que el primero ejerza sobre el segundo, una influencia potencialmente 
determinante, tanto sobre los objetivos estratégicos como sobre las decisiones 
importantes de dicha sociedad. 
2.2. El criterio del vínculo de destino del ente instrumental. 
El segundo requisito que se exige, implica la necesidad de que el ente 
instrumental realice la parte esencial de su actividad con el ente o entes que lo 
controlan33. Siendo la Sentencia de 11 de mayo de 2006 (Asunto Carbotermo), la que 
establece el alcance del mismo34. 
El TJUE, en ella, desarrolla  lo ya indicado en el Asunto Teckal, con la finalidad 
de evitar que se produzca un falseamiento de la libre competencia, la cual constituye 
uno de los principios fundamentales en los que se basa toda la estructura político-
económica de la UE35.Lo determinante en el caso de la STJUE, es que las prestaciones 
de la empresa adjudicataria, estén destinadas en lo esencial a dicho ente territorial. Es 
decir, se exige que la actividad de dicha empresa esté destinada principalmente al ente 
territorial que ejerce sobre la misma un control análogo, de modo que el resto de su 
actividad tiene un carácter meramente marginal. Criterio este último, que contrasta con 
la sentencia BFI, ya que en esta se decía, que la condición de organismo de Derecho 
público no depende de la importancia relativa en la actividad del organismo del que se 
trate, ya que  cumplidas las necesidades que debe satisfacer, podrá realizar cualquier 
                                                          
33  Para J.M. Gimeno Feliu (2013), Las nuevas Directivas- Cuarta Generación-  en materia de contratación 
pública. Hacia una estrategia eficiente en compra pública. Revista Española de Derecho Administrativo 
159. Pág 87; este requisito  es coherente con la figura de contratación in house, si se considera que todo 
el concepto gira en torno a la falta de autonomía contractual del ente controlado. Por lo tanto, la 
exención pierde su sentido si el ente instrumental se dedica a proveer también a otros operadores 
públicos y privados como cualquier otro agente del mercado. 
34  B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
35 J. M. Gimeno Feliú (2014), El nuevo paquete legislativo comunitario sobre contratación pública…, op 
cit, págs. 66-83. 
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otra actividad. Es decir, mientras que un organismo público puede realizar actividades 
más allá de aquellas que en principio conformarían su propio ámbito objetivo, en el caso 
de un ente instrumental, las posibilidades de actuación al margen del poder adjudicador 
están bastante limitadas. 
De cualquier modo, a la hora de apreciar si realiza la empresa lo esencial de la 
actividad del ente territorial que la controla, el juez competente debe tomar en 
consideración todas las circunstancias del caso, tanto cualitativas como cuantitativas. 
De tal manera, que al final deberá apreciarse, caso por caso, el cumplimiento del 
requisito. Teniendo en cuenta, que el volumen de negocios determinante es el que la 
empresa en cuestión realice en virtud de decisiones de adjudicación adoptadas por el 
ente territorial que la controla, y todo ello, con independencia de que el beneficiario 
pueda ser el usuario de los servicios. 
El hecho, además, de que sean varios los entes territoriales que controlan una 
empresa, hace que “ la actividad que procede tomar en consideración (..), es la que 
dicha empresa realiza con este conjunto de entes”  de tal manera que se podrá aplicar el 
requisito en aquellos casos, en los que la persona jurídica no esté controlada por un solo 
ente territorial sino por varios. Y todo ello, con irrelevancia de en qué territorio se 
presten los servicios o quién remunera la actividad. 
3. La STJUE de 19 de abril de 2007, asunto TRAGSA  y su  influencia en la 
legislación de contratos española. 
Dada la relevancia que tuvo la Sentencia sobre el Asunto TRAGSA, en relación a 
la interpretación que del requisito de control análogo hizo en ella el TJUE, resulta 
conveniente analizar dicha Sentencia. Sobre todo si se tiene en cuenta, que en la 
disposición adicional vigésima quinta del  TRLCSP, se recoge el régimen jurídico de 
esta sociedad.  
En dicha disposición del TRLCSP, se reconoce a TRAGSA y sus filiales  –  tal 
como ya se recogía en la disposición adicional trigésima de la Ley 30/2007 de Contratos 
del Sector Público – como medios propios instrumentales y servicios técnicos de la 
Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas, y los poderes 
adjudicadores dependientes de ellas, estando obligadas (TRAGSA y sus filiales) a 
realizar con carácter exclusivo, los trabajos que éstos les encomienden en las materias 
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señaladas en los apartados 4 y 5. En este contexto, cabe destacar que las relaciones de 
las sociedades del grupo con los poderes adjudicadores de los que es medio propio 
tienen naturaleza de tipo instrumental y no contractual. Debiéndose articular, estas a 
través de la encomienda de gestión prevista en el artículo 24.6 del TRLCSP.  
Este régimen jurídico, conforme indicó el Consejo de Estado en su Dictamen 
sobre el Anteproyecto de ley36, se mantiene prácticamente sin cambios en el PRLCSP. 
Volviéndose a reconocer a TRAGSA como una sociedad de titularidad pública, en la 
que las Comunidades Autónomas pueden participar en el capital social mediante la 
adquisición de acciones. 
Como indica el profesor Julio V. González García37, hay ocasiones donde la 
problemática de la contratación in house, puede tener elementos que la hacen 
especialmente compleja. Precisamente la Sentencia TRAGSA, se centra en analizar la 
compatibilidad con el Derecho comunitario, de aquellas previsiones de la LCSP – hoy 
recogidas en el TRCSP –  en las que se reconocía la posibilidad de que otra 
Administración pública distinta de la Administración matriz de la entidad instrumental 
fuese quien realizase la encomienda de actividad.  
La Sentencia, deja clara la naturaleza no contractual de las relaciones con los 
poderes adjudicadores, dada la obligatoriedad que tienen los trabajos que a esta se le 
encomiendan, y el régimen por el que se fijan las contraprestaciones que recibe de la 
Administración encomendante. Y no solo, carece de carácter contractual su relación  
con la Administración General del Estado, sino también sus relaciones con las 
Comunidades Autónomas. En este sentido, la exclusión de dicho carácter, tal como 
apunta el profesor  Julio V. González García38 tiene una especial relevancia, ya que aquí 
                                                          
36 Dictamen del Consejo de Estado Número 1.116/2015, sobre el Anteproyecto de Ley de Contratos del  
Sector Público, en el que se establece que: “Las disposiciones adicionales reproducen en su mayor parte 
las del texto actualmente vigente; es el caso de la (…) 25ª. Respecto de todas ellas no procede formular 
observación algún respecto de su contenido”. 
37  González García (2007), Medios propios de la Administración. Colaboración interadministrativa y 
sometimiento a la normativa comunitaria de contratación. Comentario a la Sentencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas de 19 de abril de 2007, cuestión prejudicial planteada por el 
Tribunal Supremo en el Asunto Asemfo c. Tragsa y Administración General del Estado. Madrid.  Revista 
de Administración Pública. Número 173. 
38   González García (2007), Medios propios de la Administración…, op cit,  Número 173. 
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nos encontramos ante una sociedad dependiente de una entidad matriz que actúa en 
nombre de ésta, y en la que los distintos bienes no se integran en el patrimonio de la 
sociedad dependiente, sino que pasan al de la Administración encomendante. 
En realidad lo realmente relevante de la Sentencia, -  que  flexibiliza lo que hasta 
entonces había venido sosteniendo el TJUE- , tal como se ha indicado, es la particular 
interpretación que del requisito de control análogo hace el TJUE. En efecto, el hecho de 
que el poder adjudicador posea, la totalidad del capital de una sociedad tiende a indicar 
que sí se cumple el requisito. En el Asunto TRAGSA, sin embargo, aunque la totalidad 
del patrimonio era de titularidad pública, cabe decir que, la participación  que poseían 
las Comunidades Autónomas era de tan solo el 1%. Y a pesar de ello, el TJUE dejó 
sentado que “Tragsa no puede tener la consideración de tercero con respecto a las 
CCAA que poseen una parte de su capital”. Y ello, porque el encargo que recibe de 
éstas,  tiene en todo caso carácter obligatorio para TRAGSA, al tratarse de una 
obligación legal. 
En resumen, la STJUE afirma que sí existe ese control análogo al que ejercen 
sobre su propia estructura administrativa, aquellas Comunidades Autónomas que poseen 
una participación en el accionariado de TRAGSA, dado que la Ley le obliga a 
TRAGSA a captar el encargo.  Dicho de otro modo, no cumplen con el requisito de 
control análogo aquellas Comunidades Autónomas que no participan en el capital ni, en 
consecuencia, en la Junta General de Socios, ni en el Consejo de Administración de 
TRAGSA. Y ello, a pesar de que la actual regulación contenida en la  Ley 3/2011 lo 
recoja39, ya que tal como afirma Gimeno Feliu40, “la actual previsión del TRLCSP, 
parece claramente contraria a Derecho comunitario al no recoger el dato de la 
participación en el accionariado y – lo que es más grave- extender la figura a los entes 
dependientes de todas las Comunidades Autónomas”. Lo que sin duda obliga, a hacer 
una interpretación restrictiva, respecto a cuales son las CC.AA que ejercen sobre 
TRAGSA ese control análogo. 
                                                          
39 El legislador ha optado por introducir en la disposición adicional vigésimo quinta del TRLCSP, las 
encomiendas o encargos cruzados entre Administraciones, permitiendo que TRAGSA sea considerado 
como medio propio y servicio técnico de las Comunidades Autónomas, a pesar de que en ellas no 
concurriesen todos los requisitos que el TJUE considera necesario para darse la figura de negocios 
jurídicos in house.  
40 J. M. Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio…, op cit., página 61. 
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En todo caso, lo que debe quedar claro es que TRAGSA cumple una función 
organizativa en el ámbito del Estado, e incluso, siempre que se respeten los límites 
anteriormente citados, en el ámbito de las Comunidades Autónomas que quieran 
ejecutar prestaciones en casos excepcionales a través de los medios oportunos con los 
que cuenta TRAGSA41; sin que en ningún caso pueda extenderse la condición de medio 
propio respecto a una Administración Local, dado que en tales casos será de obligada 
aplicación la normativa de contratos públicos, debido a que existe una falta absoluta de 
autonomía de la voluntad de TRAGSA, que impide que los entes locales puedan ejercer 
una posición de control sobre aquella. 
IV. REGULACIÓN JURÍDICA VIGENTE. 
El marco normativo en el que se regulan los negocios jurídicos In House, se 
encuentra, por un lado, en el  Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de Noviembre, 
que aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP) , y 
por otro lado, en la Directiva 2014/24/UE42, sobre contratación pública. Dicha Directiva 
además, ha supuesto la necesidad de reformar el primero de los textos, por lo que se 
debe tener en cuenta también, el anteproyecto de reforma de la Ley de Contratos del 
Sector Público y el Proyecto de Ley de 2 de diciembre de 2016. 
1. Las previsiones del TRLCSP de 2011 y su afectación por la Directiva 
2014/24/UE. 
El TRLCSP tiene su origen en la Ley 30/2007, de 30 de Octubre, de Contratos 
del Sector Público (LCSP43), que a su vez realizó la transposición44 de la Directiva 
2004/18/CE.  
                                                          
41 J. M. Gimeno Feliu (Director). (2012), Observatorio…, op cit., página 43-89. 
42 Directiva cuyo plazo de transposición ha finalizado el 18 de abril de 2016, lo que implica que deba 
tenerse en cuenta el efecto directo de aquella, a la hora de aplicar el derecho positivo español. 
43 El texto de esta ley sería objeto de sucesivas modificaciones a través de distintas leyes y Reales 
Decretos-Leyes, lo que unido a otras razones dio lugar a que se elaborase por parte del legislador un 
texto único (TRLCSP) en el que se incluyeran debidamente aclaradas y armonizadas, todas las 
disposiciones aplicables en materia de contratación pública. 
44  Transposición que queda de manifiesto en la exposición de motivos de la LCSP: `` Esta Ley de 
Contratos del Sector Público también ha encontrado en la exigencia de incorporar a nuestro 
ordenamiento una nueva disposición comunitaria en la materia´´  
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En el ámbito que nos ocupa (contratación in house), cabe tener en cuenta que 
tanto el TRLCPS como LCSP hacen un tratamiento idéntico de la regulación de los 
contratos in house. Dicha regulación se ubica en los artículo 4.1.n)45 y 24.6 del 
TRLCSP, junto a la ya comentada disposición adicional vigésima quinta, sin que en 
ningún momento, y a diferencia del Proyecto de Ley del 2 de Diciembre de 2016, se 
haga en sus respectivas exposiciones de motivos mención alguna a los contratos in 
House providing. 
1.1 Los requisitos dispuestos por el legislador español. 
En relación al primero de los preceptos (4.1 letra n) cabe decir que forma parte 
de los preceptos necesarios para la determinación del ámbito objetivo de la Ley. Si el 
artículo 2, nos delimita este desde una perspectiva positiva, será el artículo 4 el que  
establezca el conjunto de relaciones jurídicas y negocios que quedan excluidos del 
ámbito de la ley. Entre ellos, encontramos en el 4.1 letra n)46, el negocio jurídico al que 
alude la doctrina jurisprudencial de los contratos in house. 
  Con base en este artículo, quedan excluidos aquellos negocios jurídicos que 
encarguen la realización de una prestación a una entidad que tenga atribuida la 
condición de medio propio y servicio técnico, conforme lo señalado en el artículo 24.6. 
Por ello, será necesario integrar el contenido del 4.1.n) con el contenido del artículo 
                                                          
45   Se hace necesario distinguir, como consecuencia de la confusión dogmática que genera el propio 
texto refundido, la cooperación vertical o contratación in house del 4.1n) del Texto Refundido, con los 
convenios de colaboración que se celebren entre las entidades del sector público conforme el artículo 
4.1.c), así como de los supuestos de cooperación horizontal que se regulan con detalle en la nueva 
Directiva 24/2014. 
46  Parejo Alfonso y Palomar Olmeda ( Directores), (2009), Comentarios a la Ley de Contratos del Sector 
Público. Tomo I, Barcelona, Bosch, en relación a esta exclusión ponen de manifiesto que:  
“ Se trata del encargo directo o la llamada contratación in house, que en la legislación anterior constituía 
el supuesto de la encomienda de gestión (….) y que la STJCE de 19 de abril de 2007 ha dejado dicho que 
no está en contradicción con las Directivas sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de 
contratos de suministros y obras(..), puesto que se traduce en realizar las correspondientes operaciones 
como medio propio instrumental y servicio técnico de las pertinentes autoridades públicas (…). 
No quedan cubiertos por el supuesto, sin embargo, los contratos que deban celebrarse por tales 
entidades calificadas como medio propio y servicio técnico para la realización de las prestaciones objeto 
del encargo de que sean objeto. Pues esta contratación queda ya enteramente sometida a la LCSP, en los 
términos que sean procedentes de acuerdo con la naturaleza de la entidad que los celebre y el tipo de 
cuantía de los mismos (…)”. 
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24,6 en el que se establecen los requisitos para considerar a una entidad como medio 
propio. No obstante, como resultado de función, los medios propios son considerados 
como poderes adjudicadores, y por lo tanto, sí se someterán al TRLCSP, conforme 
apunta el artículo 4.1.n) cuando al referirse a las subencomiendas47, establece que estas 
quedarán sometidas en los términos que sean procedentes de acuerdo con la naturaleza 
de la entidad que los celebre y el tipo de la cuantía de los mismos, así como en todo 
caso, cuando se trate de contratos de obras, servicios y suministros que superen los 
umbrales de la Sección segunda del Capítulo II del Título preliminar. 
Además dichos medios propios, conforme establece la  profesora Noguera de la 
Muela48, son poderes adjudicadores49 que, a su vez, o tienen la condición de 
                                                          
47 Subencomiendas: contratos que celebre el ente in house con terceros para la realización de las 
prestaciones objeto del encargo. 
48 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
49  Recientemente, el Abogado General M. Campos Sánchez-Bordona en las Conclusiones sobre el 
asunto C-567/15, LitspeMet,  ha concluido que el medio propio es siempre poder adjudicador: 
“ … el poder adjudicador puede utilizar entes instrumentales, dentro de los márgenes ya expuestos, para 
encomendarles ciertos cometidos que en principio, deberían ser objeto de contratación pública, pero que 
se sustraen a ella. Esta excepción no es, en sí misma discutible desde la perspectiva jurídica, dada la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia (…) Pero, cuando los medios instrumentales carecen, a su vez, de 
recursos suficientes para hacer frente, por sí mismos, a las encomiendas del poder adjudicador y se ven 
obligados a recurrir a terceros para conseguirlos, las razones justificativas de la excepción in house se 
difuminan y lo que sale a la luz es, en realidad, una contratación pública disimulada, en la que el poder 
adjudicador adquiere, a través de un intermediario ( el ente instrumental), los bienes y servicios de 
terceros, sin someterse a las Directivas que tendrían que regir su adjudicación. 
(80.) Así sucedería en el caso de autos. Operaciones de LG que, de no haber existido VLRD, forzosamente 
habrían debido ajustarse a la normativa sobre adjudicaciones públicas (si la sociedad estatal las hubiese 
realizado directamente), escaparían a ese régimen con el argumento de que son imputables a otra 
sociedad, aunque tan materialmente ligada a la primera que ambas pueden acogerse, para sus 
operaciones recíprocas, a la excepción in house. (40) 
(81.) A mi parecer, si la vinculación entre LG y VLRD es de tal carácter que está justificada la excepción in 
house para las operaciones concertadas entre las dos, las operaciones externas indispensables para 
llevar a cabo los cometidos que LG ha confiado a VLRD no pueden soslayar las Directivas de adjudicación 
(siempre que superen el nivel cuantitativo correspondiente). De otro modo, la simple reorganización de 
las actividades de LG consistente en la creación de VLRD bastaría para que LG eludiera las consecuencias 
de su condición de entidad adjudicadora. 
(82.) Por tanto, entiendo que no es imprescindible determinar si VLRD es un organismo de derecho 
público por satisfacer por sí misma necesidades inherentes a un interés general no industrial o comercial, 
pues ha de concluirse que lo hace en la medida en que constituya funcionalmente un todo con una 
sociedad (LG) que cubre ese tipo de necesidades y para la que actúa dentro del régimen in house. 
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Administración pública (por ejemplo, un organismo autónomo), o bien, se trata de 
poderes adjudicadores que no son Administración pública (por ejemplo, una sociedad 
mercantil). De tal manera, que en función de tales condiciones, la aplicabilidad del texto 
refundido de la LCSP es distinta50 en cuanto al grado de intensidad. 
Es el artículo 24.6, por otro lado, el que establece los requisitos jurídicos para 
considerar que un ente, organismo o entidad del sector público pueda ser considerado 
como medio propio y servicio técnico de los poderes adjudicadores.  En él se recogen 
los dos requisitos jurisprudenciales que hasta el momento se habían desarrollado51.  Es 
decir, que el poder adjudicador pueda ostentar un control análogo sobre el ente al que 
pueda ejercer sobre sus propios servicios y; que en el caso de que dichos entes revistan 
                                                                                                                                                                          
(83).Por lo que se refiere a la concreta Directiva a la que deberían ajustarse los contratos firmados por 
VLRD, cabe recordar que «están comprendidos en el ámbito de la Directiva 2004/17 los contratos que se 
celebran en el marco de alguna de las actividades que se mencionan expresamente en los artículos 3 a 7 
de dicha Directiva y los contratos que —a pesar de ser de distinta naturaleza y que, por tanto, podrían 
estar normalmente comprendidos en el ámbito de aplicación de la Directiva 2004/18— sirven al 
desempeño de las actividades definidas en la Directiva 2004/17». (41) Corresponde, entonces, al órgano 
jurisdiccional de reenvío, que no ha planteado esta duda al Tribunal de Justicia, establecer qué Directiva 
sería aplicable, en función del objeto del contrato debatido en el proceso principal. 
(84). En suma, sugiero como respuesta a la primera pregunta planteada por el Vilniaus apygardos 
teismas (Tribunal regional de Vilna) que el artículo 2, apartado 1, letra a), de la Directiva 2004/17 y el 
artículo 1, apartado 9, párrafo segundo, de la Directiva 2004/18 deben interpretarse en el sentido de que 
una sociedad cuya vinculación material y funcional con un poder adjudicador justifica la excepción in 
house para sus operaciones internas, está sometida a aquellas Directivas cuando contrata con terceros 
obras, suministros o servicios, a fin de cumplir la encomienda que le hubiera confiado el poder 
adjudicador”. 
50  Será aplicable parcialmente el TRLCSP en aquellos casos en que estemos ante un poder adjudicador-
medio propio que no sea Administración pública. Mientras que en el caso de una sociedad mercantil 
habrá que diferenciar entre si el contrario está sujeto a regulación armonizada o no, ya que en este 
último caso existe un nivel mínimo de aplicabilidad del TRLCSP. 
51 Como señala Menéndez Menéndez (2008), La contratación doméstica (in house providing) en la nueva 
ley de contratos del sector Público, Actualidad Jurídica Uría Menéndez,  el legislador español fue más allá 
de la mera inclusión de los requisitos fijados hasta ese momento por vía jurisprudencial, estableciendo 
en el artículo que existirá control análogo en aquellos supuestos en los que el poder adjudicador pueda 
conferirles encomiendas de gestión que sean de ejecución obligatoria para ellos de acuerdo con 
instrucciones fijadas unilateralmente por el encomendante y cuya retribución se fije por referencia a 
tarifas aprobadas por la entidad pública de la que dependan.   
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la forma de sociedades mercantiles sea la totalidad de su capital  de titularidad 
pública52. 
Con  base en la interpretación amplia del requisito del control análogo, debe 
entenderse que la condición de medios propios y servicios técnicos de un determinado 
poder adjudicador (considerado como poder adjudicador matriz), podría extenderse  
respecto de otros poderes adjudicadores que, a su vez, se encontrarían en una relación 
de vinculación o dependencia con ese poder adjudicador matriz. Y ello por más que, tal 
como apunta la Abogacía General el Estado53, se diese el caso en el que la relación 
entre el ente de que se tratara y estos últimos poderes adjudicadores, no concurriesen 
los requisitos de destino esencial de la actividad y sujeción a su control exigido por el 
artículo 24 de la LCSP, al menos de forma directa, aun cuando pudiera considerarse 
como suficiente, a los efectos de cumplimiento de las exigencias de ese precepto legal, 
con su concurrencia en la relación entre el ente y el poder adjudicador que se ha 
calificado como “matriz”.  
En referencia a este requisito del control análogo, tal como apunta Noguera de la 
Muela54, debe tenerse en cuenta que el TRLCSP se aparta del camino trazado por la 
Sentencia Carbotermo, debido a que no se exige por parte del artículo 24.6 que exista 
una influencia decisiva sobre los objetivos estratégicos y decisiones importantes de la 
entidad si no tan solo, que los poderes adjudicadores puedan conferirles (a los medios 
propios) encomiendas que sean de ejecución obligatoria para ellos de acuerdo con las 
instrucciones fijadas unilateralmente por el encomendante. 
 De otra parte, el segundo requisito que establece el TRLCSP, es que la totalidad 
del capital social ha de ser de titularidad pública. Este, como señala A. Menéndez 
                                                          
52 En el Informe 3/2015 de la Abogacía General del Estado, se alude a que el requisito de control análogo 
es susceptible de dos interpretaciones (estricta y amplia). Considerando que existe una interpretación 
estricta, en aquellos casos que se hace una lectura basándose en el tenor literal del artículo24, 6 del 
TRLCSP, con arreglo al cual un ente del sector público única y exclusivamente podría ser medio propio y 
servicio técnico del concreto poder adjudicador que ostente sobre dicho ente un control análogo al que 
pueda ejercer sobre sus propios servicios. 
53 Informe 3/2015 de la Abogacía General del Estado. 
54 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
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Menéndez55, deja fuera 56 del concepto jurídico de medio propio a las sociedades de 
capital mixto. Por tanto, solo las sociedades que estén enteramente en manos públicas 
tendrán dicha consideración, sin perjuicio de que pueda  estar dicho capital en manos de 
una o varias Administraciones. 
El artículo 24.6 del TRLCSP, exige además, que la entidad esté reconocida 
expresamente como medio propio o servicio técnico, bien en sus propios estatutos, o 
bien, en la norma que la cree. Debiendo determinarse  la entidad respecto a la que tiene 
esa condición, y precisarse también el régimen de las encomiendas que se les puede 
conferir. 
Requisito, el del reconocimiento a través de sus propios estatutos o norma de 
creación, que carece de sentido pues lo relevante para ser medio propio, no debe ser  la 
declaración como tal, sino que se reúnan todos y cada uno de los requisitos establecidos 
por el TJUE y recogidos por el legislador nacional57. 
1.2 Los nuevos requerimientos contemplados por la Directiva 2014/24/UE. 
El artículo 12 de la Directiva 2014/24/UE aborda la regulación jurídica de los 
encargos a medios propios. Encargos que ya en la Ley 3/2011, quedan excluidos de la 
legislación de contratos del sector público, y que nuevamente la Directiva excluye, en 
su artículo 12, el cual debe ponerse en relación con los considerandos 5, 31, 32 y 34 de 
aquella.   
En el primero de ellos (considerando número 5), el legislador recuerda a modo 
genérico, que ``no existe en la  Directiva ninguna disposición que obligue a los Estados 
miembros a subcontratar o a externalizar la prestación de servicios que deseen prestar 
ellos mismos o a organizar tales servicios de otra manera que no sea mediante los 
contratos públicos en el sentido de Dicha directiva´´. Es decir, se da vía libre, a que 
cumplidos los requisitos exigidos legalmente a lo largo de la presente Directiva,  las 
AA. PP pudiesen prestar ellas mismas estos servicios, lo que se traduce en el ámbito que 
                                                          
55 Menéndez Menéndez (2008), La contratación doméstica (in house providing) en la nueva ley de 
contratos del sector Público, Actualidad Jurídica Uría Menéndez. 
56 En la misma línea que seguía el artículo 3.1.l) del TRLCAP. 
57 B. Noguera de la Muela (2010), Los encargos in House en….,op cit,  páginas 159-190. 
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nos ocupa, que cumplidos los requisitos que establece el artículo 12, nada impide poder 
acudir a la figura de la contratación in house. 
En el considerando 31, deja latente el legislador comunitario la inseguridad 
jurídica existente en relación a la medida en la que un contrato celebrado entre entidades 
del Sector Público debe estar regulado por normas de la contratación pública. Cabe 
recordar, que estos supuestos están excluidos del ámbito de aplicación del TRLCSP. 
Reconoce el legislador europeo en éste, como por parte de los diferentes Estados se ha 
venido interpretando la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 
una manera diferente, por lo que se hace necesario clarificar en que supuesto los 
contratos celebrados no están sujetos a la aplicación de las normas de contratación 
pública. Respetando en todo caso, los principios que esa jurisprudencia ha venido a 
establecer, y remarcando el hecho de que las dos partes del acuerdo sean poderes 
públicos no tiene porque excluir por sí misma la aplicación de las normas de 
contratación, sin perjuicio, de que la aplicación de aquellas no puede suponer en ningún 
caso una interferencia en la libertad de los poderes públicos  para ejercer las funciones 
de servicio público que le hayan sido encomendadas mediante la utilización de sus 
propios recursos. 
  En el considerando número 32, además, se dice que los contratos públicos 
adjudicados a favor de personas jurídicas controladas no deben estar sometidos a la 
aplicación de los procedimientos previstos en Directiva, siempre que el poder 
adjudicador ejerza un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios. 
Manifestación que es acorde con la establecida en el actual TRLCSP. No obstante, 
exige además como requisito, que la persona jurídica controlada dedique más del 80% 
de sus actividades al ejercicio de funciones que le hayan sido asignadas por el poder 
adjudicador que la controla, con independencia de quien sea el beneficiario de dicha 
ejecución. Estableciendo el legislador que, cuando exista una participación de capital 
privado en él o los poderes adjudicadores controladores, ello no debe impedir la 
adjudicación de contratos públicos a la persona jurídica controlada sin necesidad de 
aplicar los procedimientos previstos en la Directiva, ya que no se perjudica la 
competencia entre operadores económicos privados. Tampoco será necesario, en 
aquellos supuestos en los que la participación de operadores económicos privados 
específicos en el capital de la persona jurídica controlada es obligatoria por una 
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disposición de la legislación nacional acorde con los Tratados, siempre que dicha 
participación no permita controlar ni bloquear las decisiones de esta.   
Por último, el considerando 34 recuerda, que existen casos en los que una 
entidad jurídica actúa, como servicio técnico de determinados poderes adjudicadores58, 
con arreglo a las disposiciones pertinentes de Derecho nacional, de tal manera que está 
obligada a cumplir las instrucciones recibidas de dichos poderes, sin ejercer influencia 
sobre la retribución de su ejecución. Debiendo quedar, dado el carácter no contractual 
de la relación, excluida del ámbito de aplicación de la contratación pública. 
En relación al artículo 12 de la Directiva 2014/24/UE, cabe decir que en él se 
regula, tanto los supuestos de cooperación vertical (12.1) como los de cooperación 
horizontal (artículo 12.4).  
Conforme al 12.1 de la Directiva, un contrato adjudicado por un poder 
adjudicador a otra persona jurídica de Derecho público o privado quedará excluido del 
ámbito de aplicación de la Directiva si se cumplen cumulativamente las siguientes 
condiciones: 
a) El poder adjudicador debe ejercer sobre las personas un control análogo al que 
ejerce sobre sus propios servicios. A efectos de la Directiva, se entiende por 
control análogo al de sus propios servicios, aquel en  virtud del cual el poder 
adjudicador ejerce una influencia decisiva sobre objetivos estratégicos y 
decisiones significativas de la persona jurídica controlada. Dicho control podrá 
ser ejercido, bien directa o indirectamente por el poder adjudicador. 
b) El 80 % de las actividades de esa persona jurídica deben llevarse a cabo en el 
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados, teniendo en cuenta los 
requisitos a los que he hecho mención en la exposición del considerando 32. 
c) Que no exista participación directa de capital privado en la persona jurídica 
controlada, teniendo en cuenta la excepción anteriormente comentada, conforme 
a la cual se permite que exista una participación de capital privado sin capacidad 
de control mayoritario ni minoritario que estén impuestas por las disposiciones 
                                                          
58   Sirva el régimen jurídico de TRAGSA (disposición adicional vigésima quinta del TRLCSP) de ejemplo. 
TRAGSA actúa como servicio técnico de la Administración General del Estado y de las Comunidades 
Autónomas  por mandato legal, de tal manera, que en todo caso queda obligada a recibir los encargos 
que estás le encomienden. 
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legales nacionales, de conformidad con los Tratados, y siempre que estos no 
ejerzan una influencia decisiva sobre la persona jurídica controlada. 
En síntesis, el artículo 12.1 regula el clásico supuesto de control directo, donde 
quien encarga es un sujeto que es poder adjudicador y en el que el destinatario es una 
persona jurídica de Derecho público o privado. Ello sin perjuicio, de que en el inciso 
final se otorgue el mismo tratamiento cuando el “control” lo ejerza una persona jurídica 
distinta del poder adjudicador siempre que éste ejerza sobre esa persona el mismo 
control. Es decir, se ejerza un control indirecto. 
Precisamente en este sentido, se manifestó la Comisión permanente de la Junta 
de Contratación Pública de Navarra, cuando en su Informe 2/2015, se planteó si el 
artículo 12.1 de la Directiva podía ser interpretado en el sentido de abarcar dentro del 
concepto de contrato interno una relación como la expuesta, en la que el ente 
instrumental, que llevará a cabo los encargos del poder adjudicador, no depende 
directamente del mismo sino de una sociedad interpuesta, dependiente de éste último.   
La misma Comisión permanente, para dar respuesta a dicha cuestión se planteó 
necesario preguntarse, si la sociedad interpuesta debía reunir todos los requisitos 
establecidos para poder ser considerada medio propio o si bastaba con que a los efectos 
de consideración de la sociedad que ha de recibir los encargos como medio propio, se 
cumpliese con el  “ control análogo”.  
Pues bien, la respuesta que da la citada Comisión, en su informe 2/2015  parece 
clara a favor de la exigencia únicamente del control análogo. (…). En aplicación a la 
hipótesis que se estudia, bastaría que la sociedad interpuesta fuera controlada de forma 
análoga a como la Administración controla sus propios servicios, y que controlará de 
igual manera a la sociedad instrumental sin necesidad de llevar a cabo la parte 
esencial de su actividad para la administración. Y ello sin perjuicio, de que tanto la 
sociedad interpuesta como aquella que depende de ésta, deberán cumplir con la 
exigencia, de que al menos el 80 % de su actividad se lleve a cabo para el ente que les 
realizara el encargo. 
Por tanto, cabe tal posibilidad siempre que la sociedad originaria, de vocación 
exclusivamente mercantil, sea controlada de forma análoga a como la Administración 
controla a sus propios servicios. Y a su vez, esta sociedad originaria controle de la 
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misma manera, a la sociedad instrumental, que deberá realizar la parte esencial de su 
actividad para la Administración respecto de la que ostente la condición de medio 
propio. 
Otro de los elementos decisivos, por otra parte, en el régimen jurídico de los 
encargos a medios propios que se recogen en el artículo 12.1 de la Directiva, es el 
concepto de control análogo. Según el inciso final del punto 1, se entenderá que existe 
un control análogo cuando se ejerza una influencia decisiva sobre los objetivos 
estratégicos y decisiones significativas de la persona jurídica controlada. Control, que 
como ya venía exigiendo la jurisprudencia y como recoge el informe 2/2015, debe ser 
estructural y funcional. Verificándose dicho carácter estructural y funcional, a través de 
la existencia de indicios que inciden tanto positiva como negativamente en la existencia 
del control análogo, sin que ninguno de ellos tenga carácter de  presunción “iuris et de 
iure”.  
Entre estos indicios, podemos destacar la exigencia de que no exista 
participación directa de capital privado en la persona jurídica controlada. Y es que sin 
embargo, tal como apunta el informe 2/2015 anteriormente citado, por sí solo, no 
alcanza a demostrar la existencia de un control análogo. (..), ya que una persona no 
carece necesariamente de libertad de acción por el mero hecho de que un ente 
territorial al que pertenece controle las decisiones que le conciernen , si aún puede 
desarrollar una parte importante de su actividad económica con otros operadores 
económicos.  
Por ello, junto al anterior indicio, podemos añadir  en el mismo sentido; por un 
lado, el requisito de que es necesario que se ejerza una influencia decisiva sobre los 
objetivos estratégicos y decisiones del medio propio. Es decir, el ente controlado debe 
carecer de autonomía decisoria, por lo que deben de existir mecanismos de control ad 
hoc, más allá de las facultades que el derecho mercantil concede a la mayoría de 
accionistas. Por otro lado, el criterio de que debe existir una coincidencia de intereses 
públicos (art 12.3. iii), exige que se excluya la existencia de intereses propios y 
diferenciados del ente instrumental. Condición que puede evaluarse examinando la 
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existencia de proyección de mercado de dicho ente, mediante el establecimiento de 
métodos de control reforzado más allá de los previstos por el Derecho Mercantil59. 
El artículo 12.2 incorpora de manera novedosa el concepto de Cooperación 
vertical inversa, que solo resulta aplicable cuando el medio propio es, a su vez, poder 
adjudicador. En él se dice que el apartado 1 también será de aplicación en aquellos 
supuestos en los que la persona jurídica controlada, adjudique un contrato al poder 
adjudicador que la controla o a otra persona jurídica controlada por el mismo, siempre 
que no exista participación directa de capital privado en la persona jurídica a la que se 
adjudica el contrato, sin perjuicio de las excepciones comentadas en la letra c del 
artículo 12.1. 
El artículo 12.3 regula la cooperación vertical conjunta, en la que cabe la 
posibilidad de que un contrato entre entidades del sector público, quede excluido de la 
aplicación de la Directiva, cuando varios poderes adjudicadores ejerzan conjuntamente 
un control análogo al que ostenten sobre sus propios servicios. Para ello deberán 
cumplirse  todas y cada una de las siguientes condiciones: 
a) Que el poder adjudicador ejerza un control sobre dicha persona jurídica, 
conjuntamente con otros poderes adjudicadores, análogo al que ejerce sobre sus 
propios medios. Tal control existe, siempre que: los órganos decisorios de la 
persona jurídica controlada están compuestos por representantes de todos los 
poderes adjudicadores participantes; que esos poderes adjudicadores puedan 
ejercer una influencia decisiva  sobre los objetivos estratégicos y decisiones 
significativas de la persona jurídica controlada; exigiéndose además,   que esa 
persona jurídica controlada no persiga intereses contrarios a los de los poderes 
adjudicadores que la controlan. 
b) Que más del 80% de las actividades de esa persona se lleven a cabo en el 
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por los poderes 
adjudicadores que la controlan. 
c) Que no exista participación directa de capital privado en la persona jurídica 
controlada. Condición la de este apartado c), que admite la misma excepción que 
la establecida en el punto 1 letra c, que anteriormente he mencionado. 
                                                          
59  Informe 2/2015 de la Comisión de la Junta de Contratación Pública de Navarra. 
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Igualmente excluye en el 12.4, los contratos celebrados exclusivamente  entre 
poderes adjudicadores (supuesto de cooperación Horizontal) , si se cumple que: el 
contrato permita desarrollar una cooperación entre los participantes garantizando  los 
servicios públicos que a estos les incumben y logrando los objetivos comunes que 
poseen; debiendo guiarse la cooperación únicamente por los consideraciones relaciones 
con el interés público; y siempre que, los poderes adjudicadores realicen en el mercado 
abierto menos del 20% de las actividades objeto de la cooperación. 
Para el cálculo de los porcentajes anteriormente mencionados, establece la 
norma que deberá tomarse en consideración el promedio del volumen de negocios total, 
u otro indicador alternativo, en los tres ejercicios anteriores a la adjudicación del 
contrato. No obstante, si los datos de los tres últimos ejercicios hubieran perdido su 
vigencia o no estuviesen disponibles por alguna de las circunstancias a las que se refiere 
el 12.5 de la Directiva, será suficiente con demostrar que el cálculo del nivel de 
actividad se corresponde con la realidad, en especial mediante proyecciones de negocio. 
2. El efecto directo de la nueva Directiva. 
Con fecha 26 de febrero de 2014 se aprobaron60 un nuevo paquete de Directivas 
en materia de Contratación61, que como se ha indicado, forman parte de la cuarta 
generación de Directivas de contratos públicos. El objetivo último de las mismas, es 
crear un escenario de contratación pública más competitivo y eficiente, en el que se 
garantice el correcto uso de los fondos públicos. El plazo de transposición de las 
mismas se fijó62 el 18 de abril de 2016, fecha en la que los Estados miembros63 debían 
tener en vigor sus normas internas de incorporación de las Directivas. 
                                                          
60 La fecha de publicación de las Directivas en el DOUE fue el 28 de marzo de 2014, entrando en vigor a 
los 20 días de su publicación.  
61 Directivas 2014/23/UE , del Parlamento Europeo y  del Consejo, sobre adjudicación de contratos de 
concesión; la ya comentada Directiva 2014/24/UE; y la Directiva 2014/25/UE sobre contratación por 
entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes  y los servicios postales. 
62 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 51 de la Directiva de concesiones, 90 de la Directiva de 
contratos y 106 de la Directiva de sectores especiales. 
63 Tal como apunta José Antonio Moreno Molina (2016), Llegó por fin el 18 de abril de 2016. Y ahora, 
¿qué Derecho de la Contratación Pública aplicamos?, Observatorio de Contratación Pública; vencido el 
plazo de transposición de las Directivas, sólo Reino Unido, Dinamarca, Portugal y Francia han 
incorporado el contenido de las Directivas al ordenamiento interno. 
34 
 
En el caso de España, sin embargo, no resultó posible la completa 
transposición64 de las Directivas, dado que con motivo de la celebración de las 
elecciones generales se produjo la disolución de las Cortes en octubre del año 2015. 
Situación que se ha alargado, como consecuencia de la fuerte inestabilidad política que 
se ha vivido, y el escaso margen de actuación que tenía el Gobierno en funciones, que 
conforme a lo establecido en el artículo 21.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno, este ´´no puede presentar proyectos de ley65 al congreso de los Diputados o, 
en su caso, al Senado´´. 66 
En efecto, a pesar de que nuestro país inició67 los trámites de transposición antes 
de la finalización del plazo dado por las Directivas, finalmente ha incumplido los plazos 
de aquellas .Lo que ha dado lugar al efecto directo de las Directivas en ausencia de 
transposición en plazo. 
2.1 El  valor interpretativo de la Directiva antes del vencimiento del plazo de 
transposición. 
Las Directivas son el instrumento más original del Derecho de la Unión, ya que 
se articulan como un instrumento, que sin sustituir al poder legislativo nacional, 
permiten la armonización de las legislaciones en el marco de una legislación común. En 
este sentido, el  artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de la UE (TFUE), establece 
                                                          
64 Sin perjuicio de ello, tal como indica La Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa del Estado a los órganos de contratación en la relación con la aplicación de las nuevas 
Directivas de Contratación Pública, sí ha sido posible incorporar puntualmente a través de distintas 
Leyes (Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público; Decreto-ley 10/2015; Ley 31/2015) 
determinados preceptos de las Directivas en el vigente Texto Refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público. 
65  El Consejo de Estado, con fecha de 10 de marzo de 2016, aprobó el Dictamen que con carácter 
preceptivo debe emitir según la Ley Orgánica 3/1980, de tal manera, que la emisión del Dictamen 
comportaba la culminación del procedimiento de elaboración de la norma, a falta de su aprobación 
como proyecto de ley y ulterior remisión a las Cortes Generales. 
66 Gimeno Feliu (2016),  El efecto directo de las nuevas Directivas comunitarias sobre la contratación 
pública. Consecuencias prácticas de la falta de transposición de las Directivas por el Estado español. WP 
IDEIR. Núm 30. 
67 En enero de 2014, el Gobierno creó una comisión de expertos, presidida por el Director General de 
Patrimonio, que tras un año de trabajo, dio lugar a que el Consejo de Ministros, con fecha de 17 de abril 




que las Directivas son unas disposiciones de Derecho derivado de la Unión Europea, 
que obliga a los Estados miembros destinatarios en cuanto al resultado que deba 
conseguirse, careciendo de alcance general y aplicación directa; y obligando solo a los 
Estados destinatarios en cuanto al resultado, pero no en cuanto a la forma y medios de 
alcanzarlo. No obstante, el Tribunal de Justicia de la UE quiso, dado que a menudo son 
muy precisas y detalladas, darles un efecto útil de obligatoriedad para los Estados 
miembros; extendiendo de esta manera el principio de la eficacia directa68 a las normas 
contenidas en tales directivas. Además, al igual que un Reglamento o una Decisión, 
tienen siempre un carácter vinculante para los Estados destinatarios, de tal manera, que 
no pueden aplicarse de forma incompleta, selectiva o parcial69. 
Respecto al valor interpretativo de las Directivas cabe distinguir, por un lado, el 
valor de la Directiva antes del vencimiento del plazo de transposición y, por otro lado, 
una vez transcurrido el plazo sin que se haya transpuesto al ordenamiento interno. 
Solamente en este último caso, es cuando podemos hablar de la obligación general de 
interpretación conforme70. Sin embargo, cabe reconocer, en todo caso, que una 
Directiva produce efectos jurídicos frente al Estado miembro destinatario a partir de su 
publicación71. 
Tal como indica Gimeno Feliu, no cabe duda que antes del vencimiento del 
plazo de transposición de la Directiva 2014/24/UE, esta ya poseía una fuerza  
interpretativa, ya que solo así podía preservase el efecto útil de la normativa 
                                                          
68 El principio de eficacia directa, en el caso de las Directivas, conlleva que tras la entrada en vigor de la 
Directiva su contenido forma ya parte del ordenamiento jurídico, pero no desplegará efectos directos 
hasta su transposición formal o vencimiento del plazo de incorporación si sus previsiones son claras, 
precisas e incondicionadas. 
69  Alcaide Fernández y Casado Raigón (2014): Curso de Derecho de la Unión Europea. Madrid, Tecnos. 
70  La interpretación conforme, fue sentada en la doctrina fijada por la STJUE de 4 de julio de 2006 
(Asunto Adelener), e implica una interpretación del Derecho interno de conformidad con la Directiva, 
una vez cumplido el plazo de transposición. 
71  Gimeno Feliu (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de contratación pública ante el 
vencimiento del plazo de transposición sin nueva ley de contratos públicos. La Directiva de concesiones. 
Observatorio de contratación. 
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comunitaria. En este mismo sentido, también C. Chinchilla Marín72 explica que, la 
interpretación del derecho comunitario de los Contratos públicos debe respetar tres 
reglas: a) se debe realizar desde la lógica del derecho comunitario y no desde los 
derechos nacionales, b) la interpretación debe tener un alcance funcionalista/finalista y 
c) debe practicarse una interpretación amplia del derecho comunitario cuando se 
pretende determinar, en clave positiva, el ámbito de aplicación de esta normativa y, por 
el contrario, estricta, si se trata de ´´excluir´´ su aplicación.  
En esta dirección apunta la sentencia de 10 de abril de 1984, Von Colson y 
Kamann, cuando impone la obligación a los órganos jurisdiccionales nacionales de 
realizar una interpretación del Derecho nacional lo más conforme al Derecho 
comunitario. Y ello es así, dado que el Derecho de la Unión Europea goza de primacía 
frente al derecho nacional. Lo que obliga, como mínimo, a reinterpretar las normas 
nacionales todavía no modificadas o adaptadas al marco de la nueva Directiva. 
Como apunta M. Bellido Barrionuevo73, desde que una directiva comunitaria es 
publicada, surge la obligación de las autoridades nacionales de interpretar el Derecho 
nacional a la luz de la directiva comunitaria, debiendo además, de abstenerse de adoptar 
disposiciones que comprometan el resultado prescrito por ella , en tanto, que  se engloba 
dentro del principio de interpretación conforme. 
  La Directiva, por ello, deberá aplicarse con mayor propiedad en aquellos 
supuestos en lo que se produzca una plasmación de doctrina del TJUE, o se trate de las 
previsiones que desarrollan o refuerzan a las anteriores Directivas tal como admite el 
propio TJUE, en la Sentencia de 18 de diciembre de 2014, (Asunto Generali-
Providencia Biztositó). Debiendo respetar, en todo caso, el principio de seguridad 
jurídica, que impide que amparándose en el principio de interpretación conforme, se 
                                                          
72 Chinchilla Marín C. (2011): ´´La jurisprudencia del TJUE sobre contratos públicos (I). Ámbito subjetivo y 
objetivo  de aplicación de las Directivas´´, en la obra colectiva El Derecho de los contratos públicos en la 
Unión Europea y sus Estados miembros,  Lex Nova, Valladolid. 
73 M.Bellido Barrionuevo, ´´ La eficacia interpretativa de la Directiva comunitaria durante el periodo de 
transposición. El efecto anticipación de la Directiva en conexión con el efecto bloqueo´´. Cuadernos de 
Derecho Público. 1997-2007.Número 24. 
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produzca un desplazamiento, de normas válidas, como consecuencia de una 
interpretación contra legem74.  
Debe tenerse en cuenta, que durante este período previo a la expiación del plazo 
de transposición, tampoco pudo tenerse en consideración la Directiva 2014/24/UE, en 
las disposiciones  normativas contrarias75  a las de la Directiva 2004/18/UE; ya que la 
“fuerza jurídica” de las nuevas directivas, en todo caso, debía facilitar una 
interpretación de la Directiva 2014/24/UE  en el marco nacional vigente de aquel 
momento76. 
Junto a todo lo anterior, además, no puede desconocerse la existencia de la 
Jurisprudencia del TJUE de la Unión como fuente interpretativa y limitativa de aquellas 
opciones que puedan contrariar las reglas europeas en materia de contratación. No cabe 
duda que los conceptos del Derecho de la UE deben ser interpretados de conformidad 
con la doctrina del TJUE77. 
2.2 Consecuencias jurídicas de la Directiva tras el plazo de transposición. 
Expuesto el valor interpretativo de la Directiva antes del plazo de transposición, 
debe analizarse que sucede una vez ha finalizado el plazo, sin que se haya incorporado 
la Directiva al ordenamiento nacional. Situación en la que se encuentra nuestro país 
desde el 18 de Abril de 2016, respecto de la Directiva 2014/24/UE. 
La transposición en España, es un proceso complejo, que se articula mediante la 
tramitación ordinaria de un proyecto de ley de las Cortes Generales, que no en pocas 
                                                          
74 Tribunales Administrativos de Contratación Pública (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de 
Contratación Pública ante el vencimiento del plazo de transposición sin nueva ley de Contratos del Sector 
Público.  
75 Criterio que se defiende también las conclusiones del Abogado General, en el marco de las 
Conclusiones del Asunto C-324/14 , cuando afirmaba “ que pueden utilizarse las disposiciones y los 
considerandos de la Directiva 2014/24 como guía interpretativa, aunque no haya finalizado el plazo para 
su transposición en la medida en que esta codifica la jurisprudencia que aplica la Directiva 2004/18, o 
añade detalles a la misma, siempre que no contradiga a Directiva 2004/18 ni establezca normas y 
requisitos incondicionales en perjuicio de los operadores económicos”. 
76 Interpretación (la de la Directiva 24/2014) en la que no cabe una interpretación que pudiese frustrar 
la finalidad de la nueva Directiva, ni tampoco una que diese lugar a una interpretación contra legem,  tal 
como ya se ha indicado con anterioridad. 
77 Gimeno Feliu (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas, … op cit. 
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ocasiones debido a la compleja técnica legislativa empleada, ha dado lugar a que 
nuestro país haya incumplido los plazos de transposición. En este sentido, se ha 
manifestado varias veces la Comisión78 animando a los Estados a mejorar y agilizar los 
procesos internos de recepción de las normas comunitarias.79 
Sin embargo, el contexto político del último año, ha supuesto un nuevo 
incumplimiento en materia de transposición, lo que conlleva que debamos analizar las 
consecuencias jurídicas del mismo: 
A) La Comisión puede pedir al Tribunal de Justicia que condene a los Estados, 
pudiendo incluso imponer multas. Ahora bien, como recuerda el Consejo de 
Estado, en su Dictamen de 10 de marzo de 201680, en relación a la incoación del 
correspondiente procedimiento sancionador por incumplimiento del plazo, “la 
comisión no lo hace cuando se ha culminado el procedimiento interno de 
elaboración de la norma por incorporación, lo que, en el caso español, se 
considera producido al emitir su dictamen este Cuerpo Consultivo”. 
B) Conforme el TJUE estableció en las Sentencias de 19 de noviembre de 1991, 
Andrea Francovich y Danila Bonifaci, en determinadas condiciones, puede 
llegar a concederse a los particulares la posibilidad de obtener una 
indemnización derivada de la incorrecta transposición o de una transposición 
con retraso. 
C) Finalmente, la Directiva tiene un efecto directo que solo se puede esgrimir frente 




                                                          
78 Véase Recomendación de la Comisión de 12 de julio de 2004, relativa a la transposición al Derecho 
nacional de las Directivas que afectan al mercado interior. 
79 Tribunales Administrativos de Contratación Pública (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de 
Contratación Pública ante el vencimiento… ,  op cit. 
80 Dictamen de 10 de marzo de 2016 en relación al Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector Público. 
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2.3 La aplicación directa de la Directiva de contratación que desplaza las 
previsiones del TRLCSP. 
La sentencia Van Gend en Loos del 5 de febrero de 1963, consagró el efecto 
directo del Derecho Europeo. En ella, el  TJUE declara que el Derecho Europeo no solo 
genera obligaciones para los países, sino también derechos para los particulares. No es 
necesario, por tanto, que el país recoja la norma europea en su ordenamiento interno. 
Bastará, en consecuencia, con que el particular pueda alegar estos derechos e invocar 
directamente las normas  ante el poder judicial 81. 
Efecto directo, que también es aplicable a las Directivas comunitarias. Así fue 
reconocido, en la Sentencia de 19 de enero de 1982, Ursula Becker contra Finanzant 
Munster-Innenstand, en la que se reconoce a las Directivas como normas básicas del 
Derecho Comunitario. Siendo la sentencia Beentjes, de 20 de septiembre de 1988, la 
primera que en materia de contratación reconoce el efecto directo de las Directivas por 
la no trasposición en plazo de aquellas82. 
El objetivo último de la institución, es garantizar que la funcionalidad de la 
Directiva, no se vea perjudicada ante el incumplimiento por un Estado miembro, de la 
correcta transposición en plazo de la Directiva. En definitiva, reforzar la esfera jurídica 
de los particulares beneficiados del contenido de aquella. 
Como apunta el estudio sobre los efectos jurídicos de las nuevas Directivas de 
contratación pública presentado por Los Tribunales Administrativos de Contratación 
Pública83, el efecto directo de una Directiva afecta únicamente a los supuestos 
comprendido en el ámbito de aplicación de sus normas y con el alcance que éstas fijen. 
Con base en los apartados 1.1 y 1.4 del artículo 2 de la Directiva 2014/24/UE, el efecto 
directo, por tanto,  no puede a aplicarse a entidades  del sector público distintas de los 
poderes adjudicadores. No siendo de aplicación la Directiva, sino la legislación nacional 
vigente84 en aquellos contratos que, por un lado, la entidad del Sector público no sea un 
                                                          
81 Alcaide Fernández y Casado Raigón (2014): Curso de Derecho …, op cit. 
82 Gimeno Feliu (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas, … op cit. 
83 Tribunales Administrativos de Contratación Pública (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de 
Contratación Pública ante el vencimiento… ,  op cit. 
84  En este caso el Texto refundido de la Ley de contratos de Sector Público (Ley 3/2011). 
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poder adjudicador y,  por otro lado, en aquellos casos en los que no se trate de contratos 
íntegramente sujetos a la Directiva85.  
Como ha advertido el TJUE, en la Sentencia de 12 de diciembre de 2013, 
Portgás, será de aplicación el efecto directo, en aquellos organismos, cualquiera que sea 
su forma jurídica, a los que un acto de autoridad pública ha encomendando la prestación 
de un servicio de interés público bajo el control de esta última, siempre que dispongan 
de facultades exorbitantes en comparación con las normas aplicables en las relaciones 
entre particulares. Teniendo en cuenta86, además, que sin perjuicio de que el efecto 
directo se aplique a los contratos armonizados, nada impide, que el contenido de 
aquellos pueda servir de referencia a los contratos no cubiertos, debiendo evitar que 
existan regulaciones que comporten efectos contrarios a las reglas de la contratación 
pública87 . 
Para que sea de aplicación el efecto directo, deberán darse cumulativamente una 
serie de requisitos, a los que en parte ya se ha hecho alusión.  Con base en ellos, solo 
cabe la aplicación del efecto directo, en aquellos casos en los que habiéndose 
incumplido el deber de transposición, los preceptos de la directiva sean  suficientemente 
precisos e incondicionados como para poder invocarlos por parte de un particular frente 
a los poderes públicos con preferencia frente a cualquier norma interna 88. 
En relación al primer requisito, el de incumplimiento del deber de transposición 
de la Directiva o transposición incorrecta de aquella, se cumple sobradamente en el 
ámbito de la Directiva de contratos. Por tanto, sí que puede darse el efecto directo. Pese 
a lo anterior, cabe matizar que la Directiva 2014/24/UE es en muchos aspectos muy 
similar a la anterior Directiva 2004/18, siendo la parte novedosa de la Directiva una 
                                                          
85 En tales casos, solo se podrá predicar el efecto directo en lo referente a las disposiciones  que hacen 
referencia expresa a ellos. Entre estos contratos se encuentran: los referentes a servicios sociales, 
contratos subvencionados u otros servicios específicos. 
86 Gimeno Feliu (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas, … op cit. 
87  En este sentido, puede consultarse la STJUE, de 16 de abril de 2015, en el asunto C-278/14, en la que 
se recuerda que es necesario respetar los principios generales de la contratación pública si el contrato 
presenta un interés transfronterizo, con independencia de que sea o no armonizado. 
88 Alcaide Fernández y Casado Raigón (2014): Curso de Derecho …, op cit. 
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positivización de la jurisprudencia del TJUE89, lo que da a lugar que el TRLCSP 
incorpore en gran medida el contenido de aquella, de tal manera que se aplica el 
TRLCSP, y no el efecto directo que queda relegado a aquellas situaciones en las que no 
sea posible la interpretación del derecho nacional conforme al efecto útil de la Directiva.  
El segundo requisito, exige que el precepto de la Directiva sea claro, preciso e 
incondicionado. Criterio que estableció la STJUE de 2 de junio de 2005, Koppensteiner 
GMBH, al afirmar que cuando aquellos son “incondicionales y suficientemente precisos 
para conferir un derecho a favor de un particular que éste puede invocar, en su caso, 
frente a una entidad adjudicadora como BIG”. Por tanto, la cuestión radica en poder 
determinar que preceptos son claros precisos e incondicionados. 
En este sentido, serán claros, precisos e incondicionados, aquellos artículos que 
establezcan obligaciones detalladas para los poderes adjudicadores. Por el contrario, no 
parece que cumplan el requisito aquellos que se refieren a medidas legislativas que 
apenas quedan perfiladas en la Directiva, o bien, cuyo contenido solamente se 
incorporará a la normativa interna de cada Estado, en virtud de la elección del Estado 
destinatario90. 
Cumplidos estos requisitos, se produce automáticamente el efecto directo, pues 
no se trata de una cuestión dispositiva. Así lo estableció la STJUE de 14 de julio de 
1994, Faccini Dori, que declaró  que´´ necesariamente se debe interpretar la 
legislación estatal existente con el referente de la Directiva comunitaria´´. Criterio 
asumido en la STJUE de 2 de junio de 2005, en la que el TJUE estableció que ´´ en 
estas circunstancias, el órgano jurisdiccional competente debe dejar sin aplicar las  
normas nacionales que le impiden cumplir la obligación que se desprende (…), de la 
Directiva´´. 
La jurisprudencia, no obstante,  tal como indica Gimeno Feliu91, no admite todo 
efecto directo, sino solamente el efecto directo vertical ascendente. En virtud de éste, los 
distintos particulares y especialmente los operadores económicos en el ámbito de la 
                                                          
89 Véase en este sentido, el considerando 31 de la Directiva en relación a los negocios jurídicos in house. 
90  Tribunales Administrativos de Contratación Pública (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de 
Contratación Pública ante el vencimiento… ,  op cit. 
91 Gimeno Feliu (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas, … op cit. 
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contratación, podrán alegar contra los Estados ante los tribunales para hacer valer sus 
intereses. Y ello debido, a que el principio de primacía del ordenamiento de la Unión 
Europea obliga a que la norma nacional no se aplique si contraviene a éste. Queda por 
tanto excluida, la posibilidad de que el efecto directo pueda ser invocado en los litigios 
entre particulares (efecto “horizontal”), ni mucho menos, servir a los poderes públicos 
para ir en perjuicio de los particulares (efecto “vertical descendente”). 
Es por tanto en este caso relevante saber que parte del artículo 12 de la Directiva 
2014/24/UE es de aplicación directa, sin que se haya transpuesto al ordenamiento 
interno. Para este cometido, resulta de consulta obligatoria el informe 3/2015 de la 
Abogacía General de Estado. 
En el citado informe, la Abogacía General del Estado alude a que el artículo 12, 
“establece una regulación muy detallada y pormenorizada que, por ello, hace 
realmente innecesaria la promulgación de una norma de Derecho nacional que 
desarrolle o complete las previsiones de aquella a fin de posibilitar su efectiva 
aplicación”. Por lo que cabe determinar que el régimen dispuesto en la Directiva, 
resulta aplicable aunque actualmente esté pendiente de transposición. Conclusión a la 
que llega la Abogacía General del Estado ya que, “a juicio de este centro Directivo, (…) 
, el hecho de que no haya concluido el plazo de transposición, no impide, una vez que la 
Directiva ha entrado en vigor, que pueda aplicarse el régimen dispuesto en su artículo 
12”. 
Conclusión a la que llega como consecuencia de la ponderación conjunta de 
diversos criterios a los que de manera reiterada alude la jurisprudencia del TJUE y que 
en términos generales, establecen que durante el plazo de adaptación del derecho 
interno a una Directiva, “los Estados miembros destinatarios de ésta deben abstenerse 
de adoptar disposiciones que puedan comprometer el resultado prescrito por ésta´´.  
Ello sin perjuicio de que, “estos están autorizados a seguir aplicando sus sistemas 
nacionales, aún cuando no sean conformes con la directiva”. Ahora bien, nada impide 
que puedan dejar de aplicar sus normas internas, para aplicar las previsiones de la 
Directiva, “a condición, obviamente, de que no se produzcan perjuicios a terceros”. 
Debiendo siempre todo Estado durante el plazo de transposición adoptar todas las 
medidas necesarias para alcanzar el resultado prescrito por las directivas. 
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En definitiva, en términos generales si resulta de aplicación directa el artículo 12 
sin necesidad de transposición al ordenamiento español. En este sentido, se ha 
manifestado tanto el referido informe 3/2015 de la Abogacía General del Estado, como 
los Tribunales Administrativos de Contratación Pública en el documento de estudio 
presentado y aprobado en reunión de Madrid, con fecha 1 de marzo de 201692. Estos en 
este último informe analizan de manera pormenorizada el artículo 12, analizando que 
partes del mismo sí que cumplen los requisitos para ser de aplicación directa, y cuáles 
no. Del mismo cabe destacar: 
a) Goza de efecto directo, el precepto en cuanto a los requisitos del control análogo 
(individual o conjunto), ya que respecto a este punto la Directiva es 
suficientemente clara, estando además  ya incorporado el criterio en la actual 
regulación y matizado por la jurisprudencia. 
b) En relación a que la parte esencial de la actividad del medio propio se desarrolle 
para la entidad respecto de la que tiene tal condición (12.1.b), es un requisito que 
ya está recogido en el actual Texto Refundido, pero que en la Directiva se 
matiza, mediante la introducción de la exigencia de que más del 80 % de las 
actividades de esa persona jurídica se lleven a cabo por cometidos de los poderes 
adjudicados que la controlan. Matización que a juicio de los Tribunales 
Administrativos de Contratación, goza de efecto directo, ya que a pesar de no 
estar recogida en el actual Texto Refundido, no se opone a su contenido, siendo 
además un precepto claro, preciso e incondicionado. 
c) Sin embargo, no posee efecto directo, dado su difícil encaje el requisito 
establecido en el 12.1 c), en el que se exige que no haya una participación 
privada en el capital de la entidad que tiene la condición de medio propio. Y 
ello, porque a pesar de que esté ya recogido en el 24.6 del TRLCSP, en la 
Directiva se permite como novedad que en las disposiciones legales nacionales 
pueda establecerse excepciones. Previsión que actualmente no existe, y por la 
que se excluye el efecto directo. 
                                                          
92 Tribunales Administrativos de Contratación Pública (2016), Los efectos jurídicos de las Directivas de 
Contratación Pública ante el vencimiento… ,  op cit. 
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d) Además las encomiendas horizontales (art 12.2), los medios propios conjuntos 
de varias entidades que los controlan (art 12.3) y las encomiendas de gestión 
inversas (art 12.2) tienen efecto directo a ser aplicable ya con la actual 
legislación. 
e) También gozarán de efecto directo, al estar ya recogido en el 4.1, letras c) y d) 
del TRLCSP la regulación de los convenios excluidos de la legislación de 
contratos (art. 12.4 de la Directiva). 
f) Por último, el modo de computar el porcentaje de actividades (requisito del 80 
%) del art 12.5 de la Directiva, tiene efecto directo, ya que lo que en él se 
contiene, no es un mandato al legislador que le permita optar por uno u otro 
sistema, sino una autorización para usar el más adecuado en función de las 
peculiaridades del caso. 
V. LA TRANSPOSICIÓN AL ORDENAMIENTO ESPAÑOL DE LA 
DIRECTIVA 2014/24/UE. 
1. El Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público. 
1.1 Antecedentes y el Dictamen del Consejo de Estado. 
Con fecha de 17 de abril de 2015, El Consejo de Ministros aprobó el Informe 
sobre los Anteproyectos de modificación de la legislación de contratos públicos. 
Anteproyecto, que una vez tomado en consideración por el Consejo de Ministros, 
comenzó con su tramitación ``externa´´ mediante la emisión de los preceptivos 
Informes93, para que tomando estos en consideración, y a la vista de las alegaciones 
formuladas, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa mediante Dictamen 
favorable de 17 de Septiembre de 2015, aprobase el texto del anteproyecto, y acto 
seguido fuese remitido al Consejo de Estado que emitió  Dictamen con carácter 
preceptivo94, el 10 de marzo de 2016. 
                                                          
93  Tras un trámite de información pública, se emitieron los Informes del Consejo General del Poder 
Judicial de 11 de Junio de 2015; del Consejo Económico y Social de 25 de Junio de 2015; del Tribunal de 
Cuentas de 6 de Julio de 2015; de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 16 de Julio 
de 2015; de la Federación Española de Municipios y Provincias de 12 de mayo de 2015; y de la Comisión 
Nacional de Administración Local de 13 de julio de 2015. 
94 Conforme establece el artículo 21.2 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril. 
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No obstante, aunque la emisión del Dictamen del Consejo de Estado comportaba 
la culminación del procedimiento de elaboración de la norma, a falta de su aprobación 
como proyecto de Ley y ulterior remisión a las Cortes Generales para su tramitación, no 
fue hasta el viernes 25 de noviembre de 2016 cuando el Gobierno aprobó el proyecto de 
Ley, para su remisión al Congreso de los Diputados. Retraso que se produjo ante la falta 
de gobierno95, lo que conforme al artículo 21.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
del Gobierno,  impidió que se pudiesen presentar proyectos de Ley al Congreso para su  
aprobación96. 
Por ello, y con ánimo de no ser reiterativos, centraremos nuestro análisis 
directamente en el texto del Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público, que 
incorpora las observaciones que El Consejo de Estado en su Dictamen de 10 de marzo 
de 2016 formuló, y a las que también cabe hacer mención. 
En este sentido, El Consejo de Estado llegó respecto el Anteproyecto de Ley a 
las siguientes conclusiones: 
a) En términos generales el Anteproyecto se acomoda a las directivas que 
incorpora, sin perjuicio de las observaciones esenciales que el Consejo de 
Estado formula.  
b) Lo que hace que una vez tenidas en cuenta estas observaciones esenciales, podrá  
elevarse el Anteproyecto al Consejo de Ministros para su aprobación y posterior 
remisión a las Cortes Generales. 
1.2 Configuración sistemática de los diferentes supuestos de la contratación 
doméstica. 
El Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público (PRLCSP), hace referencia a 
la materia que nos ocupa en la propia exposición de motivos, configurando su régimen 
jurídico en los artículos 30-33, 6,1, así como en la disposición adicional vigésima quinta 
ya comentada.  
                                                          
95 Lo que dio lugar a que el 18 de Abril de 2016,  ante el incumplimiento del plazo de transposición de la 
Directiva 24/2014/UE apareciese un nuevo escenario jurídico caracterizado por el efecto directo de las 
Directivas de contratación pública en el sentido ya expuesto en este trabajo. 
96 Gimeno Feliu (2016),  El efecto directo de las nuevas Directivas comunitarias … op cit. 
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De la propia exposición de motivos ya se desprende que aparece en la ley una 
nueva regulación del medio propio. Con base en ella, la encomienda de gestión, ahora 
pasa a llamarse encargos97 a medios propios. A su vez dentro de este concepto, y como 
hará a lo largo del Libro I, distingue entre los encargos entre entidades del sector 
público (como supuestos de ejecución directa de prestaciones a través de medios 
propios personificados), que son  hechos por un poder adjudicador de  aquellos que se 
hacen por quien carece de tal condición. Además, siguiendo las directrices de la 
Directiva 2014/24/UE, han aumentado las exigencias98 que deben cumplir estas 
entidades, para que no se produzca un menoscabo del principio de libre competencia. 
Por otro lado, de la lectura de los artículos 30 a 33, del Proyecto de Ley, debe 
diferenciarse lo regulado en el artículo 30 (Ejecución directa por la Administración 
Pública con la colaboración de empresarios particulares con medios propios no 
personificados); del artículo 31 que dentro de la potestad de auto organización de la 
Administración Pública recoge los sistemas de cooperación vertical (regulados en los 
artículos 32 y 33),  y de cooperación horizontal (artículo 6.1) , quedando todos los 
supuestos excluidos del ámbito de aplicación de la ley. 
 En relación a los sistemas de cooperación vertical (o supuestos de contratación 
in house), se distinguen en el articulado del Proyecto de Ley (como también se hace en 
la exposición de motivos) entre: encargos de los poderes adjudicadores a medios 
propios personificados (artículo 32) y, aquellos que realizan entidades pertenecientes al 
sector público que no tengan la consideración de poder adjudicador a medios propios 
personificados (artículo 33). Supuesto este último, que como bien apunta el Dictamen 
del Consejo De Estado99 constituye materia propia de Derecho interno. 
                                                          
97  Calificación esta, que como apunta el Informe sobre el Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector 
Público (IPN/CNMC/010/15) de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, puede tener 
repercusiones prácticas a efectos estadísticos dado que en el artículo 12 de la Directiva no se les 
denomina encargos sino contratos.  
98 Entre los requisitos que la exposición de motivos menciona encontramos tales como: que la entidad 
que tenga el carácter de medio propio disponga de medios personales y materiales para cumplir el 
encargo que se le haga; que haya recabado autorización del poder adjudicador del que depende; o que 
no tenga participación de una empresa privada.  
99En dicho Dictamen se establece que el Anteproyecto de Ley, tiene en cuenta el marco establecido en el 
considerando 32 de la Directiva, así como en los puntos 1,2, 3 y 5 del artículo 12 Directiva. Además 
como aclara el Consejo, todo este esquema se reproduce en los artículos 32 y 33 del Anteproyecto. 
47 
 
2. Las principales determinaciones de la futura regulación de la contratación a 
medios propios personificados. 
2.1 Cooperación vertical. 
A) Los encargos de los poderes adjudicadores a medios propios personificados.  
Según lo dicho, es en el artículo 32 del PRLCSP donde se regulan los encargos 
de los poderes adjudicadores a medios propios personificados (cooperación vertical), 
que contempla como apuntaba el informe de la CNMC sobre el Anteproyecto de Ley de 
Contratos del Sector Público (IPN/CNMC/010/15), un conjunto de instrumentos que 
pueden servir para eludir la concurrencia en situaciones en que ésta podría asegurar una 
provisión satisfactoria con una mejor relación calidad precio100. Motivo por el que 
convendría señalizar que la utilización de la figura, es una posibilidad y no una 
obligación para los entes que realizan el encargo, por lo que debería evitarse su 
utilización si el mercado es capaz de proveer los bienes y servicios en cuestión a precios 
inferiores o en mejores condiciones respecto la calidad (IPN/CNMC/010/15).  
El precepto en su punto primero recoge el supuesto general del control directo, 
ya que establece que “los poderes adjudicadores podrán organizarse ejecutando de 
manera directa prestaciones propias de los contratos típicos, a cambio de una 
compensación tarifaria, valiéndose de otra persona jurídica , tanto de derecho público 
o de derecho privado, distinta a ellos, previo encargo a ésta, siempre y cuando la 
persona jurídica que utilicen merezca la calificación de medio propio personificado 
respecto de ellos” 
Es decir, se permite que un sujeto que es poder adjudicador pueda “ encargar” 
un conjunto de prestaciones a una persona jurídica de Derecho público o privado, 
                                                          
100 En ese sentido, en el citado informe de la CNMV con el objeto de evitar extralimitaciones en la 
utilización  de la figura se recomendaba, que en el Anteproyecto se incluyesen, entre otras precisiones, 
la necesidad de que se valorase, con carácter previo, en qué medida el mercado ya presta dichos bienes 
o servicios, tanto a la hora de crear un nuevo medio propio, como a la de solicitar a los ya existentes 
nuevos encargos. Propuesta que vuelve a ser planteada en este caso, por el grupo parlamentario 
ciudadanos en su enmienda número 6, de modificación del apartado 1 del artículo 32: `` Los encargos a 
medios propios tendrán una duración temporal determinada, que se hará constar de manera expresa en 
la orden del encargo. En todo caso, los poderes adjudicadores deberán acreditar las razones que 




siempre que cumpliese cumulativamente los requisitos del punto segundo. Pero, además 
en el caso del sector público estatal resultan también aplicables101 las prescripciones que 
contiene el artículo 86 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público. Precepto que remite en primer  lugar a los requisitos de la legislación de 
contratos, a los que añade varios requisitos adicionales102 exigibles a las entidades del 
sector público institucional para que puedan ser medio propio o servicio técnico103.  
En relación a  los  requisitos que tiene que cumplir una entidad de la 
Administración para considerarse medio propio, estos se recogen, como ya hemos 
adelantado, en el punto segundo, en el que se incorpora la nueva regulación de la 
Directiva y se introducen, algunas prescripciones adicionales, sin perjuicio que en el 
Derecho español, el aún vigente TRLCSP, recogiese ya alguno de ellos104. Estos son: 
a) El requisito del control análogo. En relación al mismo, en el proyecto se 
incorpora la definición establecida por el TJUE en el Asunto Coditel.  Conforme 
a ésta, que es respetada en su esencia, se recoge en el proyecto, que será 
necesario que el poder adjudicador que pueda conferirle encargos (al medio 
propio) ejerza sobre el destinatario de los mismos, un control directo o 
indirecto105, análogo al que ostentaría sobre sus propios servicios o unidades, de 
                                                          
101 Así lo puso de manifiesto El Consejo de Estado en su Dictamen de 10 de marzo de 2016, cuando 
afirmó que debía hacerse compatible lo dispuesto en el artículo 32 con el régimen jurídico establecido 
en el artículo 86 de la Ley 40/2015, especialmente con su apartado segundo en el que se establece 
quienes son los sujetos que tienen la consideración de medio propio y servicio técnico.  
102En relación a los criterios adicionales respecto la legislación de contratos establecidos en el artículo 86 
de la ley 40/2015, cabe decir que, conforme a aquel: tendrán la consideración de medio propio y 
servicio técnico si se acredita que además de disponer de los medios suficientes para la consecución de 
su objeto social se da alguna de las circunstancias siguientes: 
a) que la contratación con el medio propio sea una opción más eficiente y sostenible que la contratación 
pública. 
b) o que pueda resultar necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de 
disponer de los bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico.  
103  Fernández Puyol y Lozano Cutanda (2016), Los nuevos requisitos de la contratacion in-house 
previstos en el Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público y en la Ley 40/2015.Gómez- Acebo& 
Pombo. 
104 Fernández Puyol y Lozano Cutanda (2016), Los nuevos requisitos de la contratacion …. Op cit. 
105  Control Indirecto,  que en la Directiva 2014/24/UE, es recogido tanto en el inciso final de la letra c 
del artículo 12.1, como en  Considerando 32.  
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manera que pueda ejercer una influencia decisiva sobre sus objetivos y decisiones 
significativas.  Existiendo, en todo caso, dicho control, cuando el mismo (el 
poder adjudicador) o bien otro u otros poderes adjudicadores o personas jurídicas 
controladas por el mismo puedan conferirle encargos que sean de ejecución 
obligatoria106 para el ente destinatario del encargo. 
 
Lo relevante, en síntesis, para el control análogo es que exista una influencia 
decisiva sobre los objetivos estratégicos y decisiones significativas del poder 
adjudicador sobre el medio propio. Resultando muy positiva, la adición en el 
inciso final de la letra a) del punto segundo del artículo 32 del PRLCSP, en el  
que se indica, a diferencia del Anteproyecto de Ley107, la forma en la que se 
calcularán108 las tarifas aprobadas por la entidad pública  de la que depende el 
medio propio.  
 
b) El segundo requisito, conforme lo dispuesto en la Directiva 2014/24/UE, 
conlleva que la parte esencial de la actividad del medio propio se realice con el 
ente o entes que lo controlan. Requisito que ahora se ha concretado en que  más 
del 80% de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a cabo en el 
ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por el poder adjudicador que 
hace y controla el encargo, o bien, por otras personas jurídicas controladas del 
mismo modo por la entidad que hace el encargo. De esta forma, el medio propio 
únicamente podrá prestar servicios hasta en un 20% de su actividad con 
operadores privados. 
 
Para determinar este porcentaje, el PRLSCP recurre (en los apartados 2,3 y 4 del 
artículo 32) para el cálculo del 80 % de las actividades a los mismos requisitos  
                                                          
106 Por así establecerlo los estatutos o acto de creación.  
107 Recogiendo el PRLCSP, las consideraciones que el informe de la CNMC  (IPN/CNMC/010/15) había 
realizado respecto del Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector Público. 
108  Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los costes reales de realización. De tal 
manera que su aplicación a las unidades producidas servirá de justificante de la inversión o de los 
servicios realizados.  
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que  establece el artículo 12.5109 de la Directiva. Adicionando que, en todo caso,  
el cumplimiento efectivo del requisito del 80% deberá quedar reflejado en la 
Memoria integrante de las Cuentas Anuales del ente destinatario del encargo. 
Requisito este último que en opinión de Lozano Cutanda y Fernández Puyol 
(2016)110, supone un control ex post, que permite garantizar un mayor rigor, ante 
la criticada indefinición de los criterios de cálculo. 
 
Estos criterios, sitúan a diversos entes ante la problemática de no poder acreditar 
el haber realizado al menos el 80 % del promedio de su actividad (a través de los 
encargos conferidos respecto de los tres ejercicios anteriores a la adjudicación del 
encargo a realizar) con el ente o entes que la controlan. Máxime si hasta entonces 
se venía interpretando que `` la parte esencia de su actividad´´ a la que se refería 
el artículo 24.6 del TRLCSP como condición, equivalía a más de un 50 % ( 
criterio más laxo que el hoy contenido en el PRLCSP). Lo que unido a la 
obligación  de interpretar restrictivamente todos los requisitos de la doctrina in 
house, conllevaría como principal consecuencia que el medio propio que hasta 
entonces había tenido dicha consideración, por no poder acreditar el nivel de 
actividad descrito en la Directiva, dejase de recibir encargos de sus entes 
enconmendantes. Debiendo procederse, por tanto, a la licitación de todo aquello 
que antes cabía bajo la figura de contratos in house. 
 
                                                          
109 El artículo 12.5 de la Directiva 2014/24/UE dispone: 
 `` Para determinar el porcentaje de actividades al que se hace referencia en el apartado 1, párrafo 
primero, letra b), en el apartado 3, párrafo primero, letra b), y en el apartado 4, letra c), se tomará en 
consideración el promedio del volumen de negocios total, u otro indicador alternativo de actividad 
apropiado, como los gastos soportados por la persona jurídica o el poder adjudicador considerado en 
relación con servicios, suministros y obras en los tres ejercicios anteriores a la adjudicación del contrato.  
Cuando, debido a la fecha de creación o de inicio de actividad de la persona jurídica o del poder 
adjudicador considerado, o debido a la reorganización de las actividades de estos, el volumen de 
negocios, u otro indicador alternativo de actividad apropiado, como los gastos, no estuvieran 
disponibles respecto de los tres ejercicios anteriores o hubieran perdido su vigencia, será suficiente con 
demostrar que el cálculo del nivel de actividad se corresponde con la realidad, en especial mediante 
proyecciones de negocio´´ . 
110 Fernández Puyol y Lozano Cutanda (2016), Los nuevos requisitos de la contratacion …. Op cit. 
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c) El tercer requisito exige que cuando el ente destinatario del encargo sea una 
persona jurídica privada, la totalidad de su capital deberá ser de titularidad o 
aportación pública, con lo que no se incorpora la posibilidad admitida por la 
Directiva, de que las disposiciones nacionales prevean una participación de 
capital privado. Incorporando el PRLCSP la exigencia de que la aportación 
fundacional del ente sea totalmente pública, lo que impedirá que las fundaciones 
constituidas por capital parcialmente privado puedan quedar constituidas como 
medios propios, a pesar de ser consideradas fundaciones del sector público111. 
El Proyecto de Ley, además, mantiene la exigencia formal del TRLCSP por la 
que deberá reconocerse expresamente en sus estatutos o acto de creación la 
condición de medio propio; debiendo haber mostrado su conformidad o 
autorización expresa el poder adjudicador, y habiéndose verificado que cuenta 
con medios personales y materiales apropiados para la realización de los 
encargos de conformidad con su objeto social. Siendo sus estatutos los que 
determinen el régimen jurídico al que queda sometido el ente, así como la 
imposibilidad de participar en licitaciones públicas convocadas por el poder 
adjudicador del que dependan.  
El apartado 3112 del Proyecto de Ley, regula los encargos a medios propios en 
sentido ascendente, conocidos como supuestos de cooperación vertical inversa, que se 
recoge de manera novedosa en el apartado 2 del artículo 12 de la Directiva y que el 
Proyecto de Ley se limita a transcribir. En estos supuestos lo que sucede es que se 
invierte la realización del encargo, siendo la entidad que realiza el encargo, la entidad 
controlada.   
En todo caso, solo resultará aplicable cuando el medio propio, sea a su vez, poder 
adjudicador. En su informe sobre el Anteproyecto de Ley,  la CNMC  critica duramente 
la figura, en tanto “no se acierta a comprender cómo los encargos ascendentes pueden 
                                                          
111 Fernández Puyol y Lozano Cutanda (2016), Los nuevos requisitos de la contratacion …. Op cit. 
112 Artículo 32.3 del Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público en que se dispone que: 
`` El apartado 2 del presente artículo también se aplicará en los casos en que la persona jurídica 
controlada, siendo un poder adjudicador, realice un encargo al poder adjudicador que la controla o a 
otra persona jurídica controlada, directa o indirectamente, por el mismo poder adjudicador, siempre que 
no exista participación directa de capital privado en la persona jurídica a la que se realiza el encargo´´. 
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reunir los criterios ya mencionados (requisito de control, fijación de tarjas, porcentaje 
de actividad) y ello a pesar de su amparo en la Directiva 2014/24/UE”. 
En el apartado 4, se regulan los encargos a medio propio controlado por varios 
poderes adjudicadores (cooperación vertical conjunta). Con base en él, se admite que el 
control análogo sea un control que pueda ser ejercido por dos o más poderes 
adjudicadores que sean independientes entre sí, en cuyo caso, se exigirá además que 
estos puedan ejercer una influencia decisiva en los objetivos estratégicos y sobre las 
decisiones significativas del ente destinatario del encargo113. 
Figura que no es desconocida en nuestro ordenamiento (ya se encontraba 
admitida en el tercer párrafo del artículo 24.6 del TRLCSP), pero que ahora ha visto 
como han sido concretadas114 las condiciones a reunir en el ejercicio de ese control 
conjunto, en el que además de los requisitos generales exigidos  en el punto 2  del 
artículo 32, deben cumplirse dos requisitos específicos de la figura: 
a) Que en los órganos decisorios del ente destinatario del encargo estén 
representados todos los entes que hacen el encargo. 
b) Que el destinario del encargo no persiga intereses contrarios a los de los entes 
que hacen el encargo. 
Por otra parte, y aplicable a las tres cooperaciones descritas, establece el 
proyecto  un conjunto de obligaciones a cumplir por parte del ente del sector público 
que sea calificado como medio propio personificado, cuando el ente o entes que ejercen 
un control análogo le realicen un encargo, de aquellos que no tienen la consideración 
jurídica de contrato conforme lo dispuesto en los apartados segundo, tercero o cuarto del 
artículo 32.  Dichas obligaciones serán: 
a) El medio propio personificado deberá haber publicado su condición como tal 
en la Plataforma de Contratación; informando respecto de que poderes 
                                                          
113 Fernández Puyol y Lozano Cutanda (2016), Los nuevos requisitos de la contratacion …. Op cit. 
114  No obstante la CNMC en su Informe sobre el Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector Público 
(IPN/CNMC/010/15) solicita, por un lado, aclaración respecto del requisito relativo que el destinatario 
del encargo no persiga intereses contrarios a los de los entes que hacen el encargo y, por otro lado, en 
cuanto a la retribución recomienda, ya que el medio propio no depende de una sola entidad, que se 
establezca que la fijación de las tarifas debe ser conjunta. 
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adjudicadores la ostenta; así como de los sectores de actividad, en los que 
sería apto para ejecutar las prestaciones que vayan a ser objeto del encargo. 
 
b) El encargo deberá ser objeto de formalización en un documento que será 
publicado en la referida Plataforma. 
 
El Proyecto de Ley, en relación a los negocios jurídicos que los entes 
destinatarios celebren en ejecución del encargo (supuestos de subcontratación) establece 
que, los contratos celebrados por medios propios quedarán sujetos a la ley de contratos, 
conforme a la naturaleza de la entidad que los celebre y el tipo  y valor estimados de los 
mismos, sin que el importe de las prestaciones parciales que el medio propio puede 
contratar con terceros pueda exceder del 60% 115de la cuantía del encargo, salvo que se 
establezca otro límite en el encargo. En caso de que el encargo superase el citado límite, 
deberá acreditarse por el poder adjudicador las razones que justifican acudir al medio 
propio en lugar de licitar el contrato. Además, en ningún caso podrá contratar la 
totalidad de la prestación objeto del encargo con terceros 
Pues bien, en relación al límite cuantitativo del 60 % explicado, la doctrina ha 
manifestado a través de la Propuesta de modificación y mejora al Proyecto de Ley de 
Contratos del Sector Público del  Observatorio de Contratación Pública (2017)116, que 
éste resulta excesivo y puede llegar a ser ineficaz a la hora de corregir un uso indebido 
de esta técnica, por lo que se propone limitarlo al 20%117. 
                                                          
115 En su Dictamen sobre el Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector Público, El Consejo de Estado, 
manifestó que,  la norma establecida en el artículo 32.6, debería fijar para el supuesto en el que una 
contratación encargada a un medio propio personificado en la que, a su vez, este puede contratar en un 
determinado porcentaje prestaciones parciales con terceros, un porcentaje no inferior al 60%.   
116  Gimeno Feliu y Moreno Molina (2017), Propuesta de modificaciones y mejora al Proyecto de Ley de 
Contratos del Sector Público, por el que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo, 2014/23/UE Y 2014/24/UE, de  26 de febrero de 2014 (Publicado en 
el Boletín Oficial de las Cortes Generales , Congreso de los Diputados 2 de Diciembre de 2016). 
Observatorio de contratación. 
117 Propuesta que ha sido también presentada durante la tramitación parlamentaria por el Grupo 
parlamentario ciudadanos en su enmienda número 7 al Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público. 
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Finalmente el artículo establece que, en modo alguno, las limitaciones a la 
subcontratación no serán de aplicación a los contratos de obras que celebren los medios 
propios a los que se les haya encargado una concesión, ya sea de obras o de servicios118. 
 
 
B) Encargos de entidades pertenecientes al Sector Público que no tengan la 
consideración de poder adjudicador a medios propios personificados. 
La regulación contenida en el artículo 33 se corresponde con los encargos de 
entidades pertenecientes al sector público por parte de entidades que no tengan la 
consideración de poder adjudicador respecto de sus propios medios. En este caso, como 
ya se  adelantó, el legislador nacional ha ido más allá, que la regulación establecida por 
el legislador comunitario, pues nos encontramos ante materia propia de Derecho 
interno.  En síntesis el régimen del artículo 33, establece en la misma línea que el 
artículo 32, que: 
1) Las entidades del Sector Público que no tengan la consideración de poder 
adjudicador podrán ejecutar de manera directa prestaciones propias de los 
contratos típicos, valiéndose de otra persona jurídica distinta a ellos, previo 
encargo a ésta,  siempre que y cuando esa persona jurídica tenga la calificación 
de medio propio personificado. En todo caso, el encargo que cumpla con estos 
requisitos no tendrá la consideración de contrato. 
2) Tendrá consideración de medio propio, aquellas personas jurídicas, que cumplan 
todos y cada uno de los siguientes requisitos: 
a)  Que el ente que hace el encargo ostente un control, directo o indirecto, en el 
sentido del artículo 42 del Código de Comercio.  
b) Que la totalidad del patrimonio sea de titularidad pública. 
                                                          
118 En relación al párrafo final del apartado 6b), el PSOE ha propuesto una enmienda de adición, por la 
que se excluyen igualmente aquellos supuestos en los que la gestión del servicio público se efectúe 
mediante la creación de entidades de derecho público destinadas a este fin. También se excluirán  
cuando se atribuyan dichos contratos a una sociedad de derecho privado cuyo capital sea, en su 
totalidad, de titularidad pública. 
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c) Que más del 80% de las actividades del ente destinatario del encargo se 
lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por 
la entidad que realiza el encargo o por otras personas jurídicas controladas 
por aquella. 
3) El apartado 2, será también de aplicación en aquellos casos en los que una 
persona del sector público estatal realice un encargo  a otra persona del sector 
público estatal, siempre que una de ellas, ejerza el control de la otra o participe 
de su capital social. Es decir, es posible que la que realice el encargo sea la 
sociedad controlada. 
2.3.Cooperación horizontal. 
El apartado 4119 del artículo 12 de la Directiva 2014/24/UE recoge el supuesto 
de la cooperación horizontal, que conforme explica el considerando 32120 de la citada 
Directiva requiere de manera indispensable que sean todos ellos poderes adjudicadores. 
Figura, que en el Proyecto de Ley de Contratos públicos es recogida en la letra b) del 
artículo 31, en el que se reconoce que “las entidades pertenecientes al Sector Público 
podrán cooperar entre sí, (….), mediante los sistemas de cooperación horizontal entre 
entidades pertenecientes al sector público”.  
                                                          
119   El apartado 4 del artículo 12 de la Directiva 2014 /24/UE, establece: 
“Un contrato celebrado exclusivamente entre dos o más poderes adjudicadores quedará fuera del 
ámbito de aplicación de la presente Directiva, cuando se cumplan todas y cada una de las condiciones 
siguientes:  
a) que el contrato establezca o desarrolle una cooperación entre los poderes adjudicadores participantes 
con la finalidad de garantizar que los servicios públicos que les incumben se prestan de modo que se 
logren los objetivos que tienen en común; 
 b) que el desarrollo de dicha cooperación se guíe únicamente por consideraciones relacionadas con el 
interés público, y  
c) que los poderes adjudicadores participantes realicen en el mercado abierto menos del 20 % de las 
actividades objeto de la cooperación”. 
120 Según el  Considerando 32: 
“Asimismo, es preciso aclarar que poderes adjudicadores, tales como organismos de Derecho público, 
que puedan tener una participación de capital privado, deben estar en condiciones de aprovecharse de la 
excepción por cooperación horizontal. Por consiguiente, cuando se cumplan todas las demás condiciones 
relativas a la cooperación horizontal, la excepción por cooperación horizontal debe aplicarse a dichos 
poderes adjudicadores cuando el contrato se celebre exclusivamente entre poderes adjudicadores”. 
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Acuerdo (el de cooperación horizontal), que conforme la letra b) del artículo 31 
requiere de la celebración de los correspondientes convenios en las condiciones y con 
los límites previstos en el apartado 1 del artículo 6. Dicho artículo se engloba dentro de 
los supuestos que el proyecto incluye como negocios y contratos excluidos de la sección 
segunda. En relación a todos ellos, en opinión de El Consejo emitida en su Dictamen de 
10 de marzo de 2016, se ha producido una tendencia a ampliar el número de contratos y 
convenios que quedan excluidos de las previsiones del Anteproyecto. Lo que a su juicio, 
choca con la idea de ampliar el ámbito subjetivo de la ley. 
En relación a la propuesta contenida en el proyecto, cabe comentar que, en 
términos generales, el proyecto queda redactado teniendo en cuenta el Dictamen del 
Consejo de Estado121. Siendo el apartado 1 al que remite el artículo 33 letra b), ya que 
                                                          
121 Respecto a  la transposición de las Directivas en el  Anteproyecto de Ley, el Consejo de Estado realizó 
las siguientes valoraciones: 
a) A juicio del Consejo, el anteproyecto sólo ha recogido parcialmente los criterios establecidos en 
relación a la cooperación horizontal en el considerando 33, y el artículo 12.4 de la Directiva. En 
el artículo 6.1 párrafo segundo precisaba ´´ la exclusión de los convenios celebrados entre ellas 
requerirá  que realicen en el mercado abierto menos del 20 por ciento de las actividades objeto 
de colaboración´´. Si bien esto se ajusta a lo establecido por el artículo 12.4.c) de la Directiva, 
establece El Consejo, que en aquellos supuestos en los que los convenios sean celebrados entre 
poderes adjudicadores, es necesario que incluya los requisitos establecidos en el artículo 12.4 
letras a) y b) de la Directiva 2014/24/UE.  Es decir, debe incluir: que la cooperación debe buscar 
el logro de los objetivos que tienen en común, y que la aplicación de dicha cooperación se base 
en consideraciones relacionadas con el interés público. Observación esta última que tiene 
carácter esencial, a los efectos del Reglamento Orgánico de El Consejo de Estado. 
b) Recuerda El Consejo, que la característica diferenciadora de un convenio, radica en que estos 
responden a la idea de colaboración en la consecución del fin común. Alude el Consejo de  
Estado, que el planteamiento en relación a los convenios que sostenía la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa en su informe 18/2001, debe revisarse como consecuencia de la 
excepción contenida en el inciso final del primer párrafo del apartado 1 del artículo 6. Este 
establece “salvo que por su contenido y causa tengan la consideración de contratos sujetos a 
esta Ley, en cuyo caso deberán considerarse como tales, aplicándose las prescripciones de esta 
norma”. Es decir, cabe excepción a la regla de que un convenio de colaboración no es un 
contrato. Situación que se producirá con asiduidad, si del precepto hiciéramos una 
interpretación literal, dado que sí serian contratos no excluidos del ámbito de aplicación, 
aquellos convenios que pudieran tener una naturaleza onerosa.Interpretación que impide 
considerar a los convenios como una forma habitual de relacionarse los entes públicos, y que 
además, tal como en el Anteproyecto de Ley quedaba redactado, se daría la paradójica 
situación en la que resultaría más fácil que un convenio fuese celebrado con un sujeto de 




en los apartados 2 y 3 regulan respectivamente, los convenios que celebre el Sector 
Público con sujetos derecho privado y aquellas encomiendas de gestión reguladas en la 
legislación vigente de régimen del Sector Público.  
Conforme dicho apartado 1, quedarán excluidos del ámbito de la Ley, los 
convenios que celebre la Administración General del Estado con las entidades gestoras 
y servicios comunes de la Seguridad Social, las mutuas colaboradoras de esta, las 
Universidades Públicas, las CCAA , Entidades locales, organismos autónomos y 
restantes entidades públicas, o los que celebren todos estos entes entre sí, siempre que 
su contenido no esté comprendido en el de los contratos regulados por la Ley o en 
normas administrativas especiales. En todo caso, la exclusión requerirá, que el convenio 
desarrolle una cooperación entre las distintas entidades participantes, si estas tienen la 
consideración de poderes adjudicadores, con la finalidad de garantizar  que los servicios 
públicos que les incumben se prestan de modo que se logren los objetivos que tienen en 
común; que el desarrollo de tal cooperación se guía por consideraciones relacionadas 
con el interés público; y que las citadas entidades realicen en el mercado abierto menos 
del 20 por cien de las actividades objeto de la colaboración.  
A efectos del cumplimiento del requisito anterior del 20 por ciento, las entidades 
pertenecientes al Sector Público participantes en el Convenio, en la medida que tengan 
carácter de poder adjudicadores, efectuarán una declaración responsable que formará 
parte de la documentación del convenio a suscribir. 
VI. CONCLUSIONES. 
Primera:  
La contratación in house, es una técnica que se engloba dentro de los supuestos 
excluidos del ámbito de aplicación de la normativa sobre contratación pública, que 
basándose en la capacidad autoorganizativa de las Administraciones Públicas, 
contempla un conjunto de instrumentos que son utilizados para eludir la concurrencia en 
el mercado de dichos encargos. Lo que obliga, en todo caso, a señalar que la utilización 
de la figura –cumplidos los requisitos- es una posibilidad y no una obligación para los 
entes que realizan el encargo, que deberán evitar su utilización si el mercado es capaz de 




Segunda:     
   El origen de la figura, cabe situarlo en la Directiva 92/50/CEE del Consejo, de 
19 de junio de 1992, que seguida de las Directivas 2004/17/UE y 2004/18/UE, han 
abordado su regulación jurídica. No obstante, ante la ausencia de claridad de aquellas, 
ha sido la Jurisprudencia del TJUE la que ha ayudado a clarificar los oscuros contornos 
de la figura. Destacando especialmente, entre dicha Jurisprudencia, la STJUE sobre el 




Los requisitos que permiten excluir la contratación in house, del ámbito de 
aplicación de las Directivas, conforme lo establecido en la Sentencia Teckal, son dos: 
por un lado, la existencia por parte del poder adjudicador sobre el ente instrumental (que 
también debe ser poder adjudicador) de un control análogo al que ejerce sobre sus 
propios servicios y, por otro lado, el de criterio del vínculo de destino de la actividad del 
ente instrumental. Ambos deben darse cumulativamente, y ser a su vez, objeto de una 
interpretación estricta, lo que conllevara en todo caso, a que quién pretenda beneficiarse 
de la figura deba probar que concurren las circunstancias que justifican la excepción.  
Cuarta: 
En relación al criterio de control análogo al de sus propios servicios, la exigencia 
del mismo conlleva que el encargo deba formalizarse entre una entidad adjudicadora y 
una entidad formalmente distinta de ella pero sobre la que ejerce un control análogo al 
que ejerce sobre sus propios servicios, de tal modo que el proveedor o ente 
instrumental, no tiene frente al poder adjudicador, auténtica autonomía desde el punto 
de vista decisorio. Lo que exige, en primer lugar, que no exista ningún tipo de 
participación de una empresa privada, en el capital del ente instrumental ( Asunto C 
26/03, Stadt Halle) y, en segundo lugar y como elemento clave, que se demuestre que 
efectivamente existe una influencia determinante (bien individual o de forma colectiva), 
tanto en los objetivos estratégicos como sobre las decisiones importantes del ente 
instrumental ,por parte del poder o poderes adjudicadores que realizan el encargo sobre 




En relación al segundo requisito que se exige, el criterio del vínculo 
instrumental, decir que esté implica necesariamente que el ente instrumental realice la 
parte esencial de su actividad con el ente o entes que lo controlan, siendo determinante 
en este supuesto, que las prestaciones de la empresa adjudicataria, estén destinadas en lo 
esencial a dicho ente territorial. Debiéndose acreditar tal situación mediante la toma en 




En la legislación nacional los encargos a medios propios se encuentran regulados 
en el TRLCSP, que en sus artículos 4.1 letra n) y 24,6  excluye los negocios jurídicos 
que encarguen la realización de una prestación a una entidad que tenga atribuida la 
condición de medio propio y servicio técnico en los términos antes expresados. No 
obstante, dicho texto legal incluye como requisito adicional a los ya citados, que para 
considerar a un ente como medio propio de un poder adjudicador, el primero debe tener 
reconocida expresamente la condición de medio propio o servicio técnico en sus propios 
estatutos. Requisito que puede considerarse excesivo pues lo relevante para ser medio 
propio, no debe ser una declaración formal, sino que reúna todos y cada uno de los 
requisitos definidos por el  TJUE. 
Séptima: 
 De otra parte, tras la expiación del plazo otorgado por la Directiva 2014/24/UE 
para su incorporación al ordenamiento interno, está es de aplicación directa, conforme la 
doctrina jurisprudencial del TJUE, en tanto sus preceptos sean claros, precisos e 
incondicionados, desplazando las normas actualmente previstas en el TRLCSP en 
aquellas situaciones en las que no sea posible una interpretación del derecho nacional 
conforme al efecto útil de la Directiva. 
Octava: 
  Ese efecto directo únicamente es admisible en las relaciones de carácter vertical 
ascendente (particulares que alegan contra los Estados para hacer valer sus intereses), 
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sin que quepa en los litigios entre particulares (efecto horizontal), ni en  las relaciones 
verticales descendentes, es decir, cuando son los poderes públicos los que tratan de ir en 
perjuicio de los particulares. 
Novena: 
La Directiva establece una diferente regulación de la figura, tomando en cuenta 
básicamente la relación entre los poderes adjudicadores y los medios propios 
personificados. Regulando entre otros, el clásico supuesto de cooperación vertical 
descendente (apartado 1 del artículo 12), e incorporando en su apartado 2, de manera 
novedosa los supuestos de cooperación vertical inversa, en los que la persona jurídica 
controlada, adjudique un contrato al poder adjudicador que la controla.  
Décima: 
Para que queden excluidos los distintos supuestos contemplados en la Directiva, 
esta exige que se den cumulativamente una serie de requisitos que recogen, tal como 
pone de manifiesto el considerando 31 de la Directiva, los principios que la 
jurisprudencia del TJUE ha venido estableciendo en relación a la materia. 
Estos exigen, por un lado, que el poder adjudicador ejerza sobre el ente 
instrumental un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios, lo que 
conlleva necesariamente a que el primero ejerza una influencia decisiva sobre los 
objetivos estratégicos y decisiones estratégicas. Además, de otra parte, exige la 
Directiva que en el capital social de la persona jurídica controlada no puede existir 
participación directa de capital privado, debiendo en todo caso, para poder aceptar el 
encargo, haber acreditado que el 80 % del promedio de su actividad durante los últimos 
tres años ha sido en cumplimiento de los encargos conferidos para el ente que lo 
controla. 
Undécima: 
Este último criterio (el requisito del 80 %) sitúa a muchos entes ante la 
problemática de no poder acreditar el haber realizado al menos el 80 % de su actividad 
con el ente que la controlan, pues tradicionalmente se había venido interpretando que se 
entendía cumplido cuando el ente instrumental realizaba más de un 50 % de su actividad 
para el poder adjudicador. Lo que tendrá como principal consecuencia que para 
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continuar recibiendo encargos del poder adjudicador estos entes tendrán que participar 
de las licitaciones públicas. 
Duodécima:  
El  PRLCSP incorpora el régimen jurídico de la contratación in house en los 
mismos términos de la Directiva, pero extiende la figura, como materia propia de 
derecho interno,  a los encargos que las entidades pertenecientes al Sector Público que 
no tienen la consideración de poder adjudicador hacen a medios propios personificados. 
En la configuración sistemática del PRLCSP, por lo tanto, el legislador español 
ha distinguido los supuestos de cooperación vertical (artículos 31, 32 y 33) de los 
supuestos de cooperación horizontal (artículo 6.1), diferenciando a su vez dentro de los 
supuestos de cooperación vertical, entre los encargos que los poderes adjudicadores 
hacen a medios propios personificados ( artículo 32) de los encargos que las entidades 
pertenecientes al Sector Público que no tienen la consideración de poder adjudicador 
hacen a medios propios personificados ( artículo 33). 
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